capítulo iii

Daño ambiental.

1.- Presentación del tema. 

La tutela del medio ambiente constituye un desafío para la humanidad: se trata del deber común y universal de respetar un bien colectivo destinado a todos, impidiendo que se pueda usar y abusar impunemente de las diversas categorías de seres vivos o inanimados, animales, plantas, elementos naturales, como a cada uno le plazca según sus propias exigencias (Juan Pablo II, Doctrina social católica, Nº 466).

La degradación ocasionada en el medio ambiente por las fuentes de contaminación derivadas de los modernos procesos industriales y tecnológicos parece ser en principio una consecuencia inevitable de la sociedad en que habitamos.  Stiglitz (“Responsabilidad por contaminación del medio ambiente”, Revista de Responsabilidad Civil, Doctrinas nacionales, t. V, pág. 1384) afirma que los peligros consiguientes que circundan a la salud de la humanidad son de una magnitud insospechada.  De esta forma, como señala Besalú Parkinson (Responsabilidad por daño ambiental, Buenos Aires, 2000, Ed. Hammurabi, pág. 27) la degradación progresiva de nuestra biósfera y, por ende, el surgimiento de una toma de conciencia colectiva acerca de los problemas ambientales, parece ser uno de los signos más característicos de los últimos tiempos.   A su vez, la humanidad ha advertido la necesidad de preservar la naturaleza, no sólo por el interés del hombre sino por su propio valor intrínseco. 

Con realismo, Alterini (Estudios de derecho civil, Buenos Aires, 2007, pág. 135) manifiesta que las preocupaciones por la protección del medio ambiente en los países en vías de desarrollo son un tanto utópicas pues la preocupación por los gobiernos por mantener bajos los índices de costos de vida desalientan los propósitos de quienes pretenden prevenir la degradación del ambiente con arbitrios que inciden en los costos.  Cuando se han realizado condenas reparatorias en estos ámbitos, las sumas son ridículas y carecen de toda función preventiva. 

Especial tutela se debe hacer al valor ambiental de la biodiversidad, protegiendo la riqueza variada y complementaria de la humanidad. 

Así, por ejemplo, los bosques son básicos para mantener los esenciales equilibrios de la naturaleza, indispensables para la vida.  La responsabilidad de salvaguardar el medio ambiente se debe a que es patrimonio común del género humano, y se extiende no sólo a las exigencias del presente sino también con relación al futuro.  El aire, el agua (los mares, los ríos), la naturaleza (los bosques)… adquieren relevancia como bienes jurídicos tutelables por ser de vital importancia para la subsistencia de las generaciones presentes y futuras. 

En otras épocas no se pensaba en el “valor del aire”, o de los ríos, o de los bosques.  Hoy, en atención a que muchos progresos se obtuvieron contaminando, degradando, cortando o destruyendo, con acierto existe una redimensión mundial del valor del medio ambiente lo que, por cierto, es altamente positivo. 

Lo que se protege no son bienes ambientales particulares o determinados sino todos los existentes en la jurisdicción del país.  En la protección del medio ambiente se tutelan no sólo los bienes ambientales sino la salud de la persona que de ello puedan depender y de allí la particular relevancia de este tema.

La degradación del medio ambiente es uno de los problemas más graves que enfrenta la humanidad. La destrucción de los recursos naturales, la contaminación, la polución... amenazan el equilibrio ecológico y ponen en riesgo la integridad psicofísica de la persona. En estos casos el bien protegido por el derecho es el medio ambiente, o sea, lo que rodea y es vital para el desarrollo de la persona (el agua, el aire, el suelo, la fauna, la flora).  Se protege no sólo los recursos naturales (aire, aguas, suelo), sino que abarca elementos culturales y urbanísticos del país. Todo ello condiciona, en definitiva, la calidad de vida las personas viviendo en sociedad.

La complejidad de esta temática y la existencia de normas y principios particulares, fueron argumentos suficientes como para que se hablara de la existencia de un Derecho Ambiental como un derecho esencial con autonomía propia.

El derecho de la persona a gozar de un medio ambiente seguro, sano y saludable es considerado como derecho esencial, que refiere a un bien jurídico tutelado por el orden jurídico vigente. Debe enfocarse como un derecho objetivo cuando se autorizan las normas que regulan el bien jurídico tutelado, y como derecho subjetivo en casos en que la norma refiere al derecho fundamental de la persona a un ambiente sano (Art. 47 de la Constitución de la República).

Bustamante Alsina (Derecho ambiental, Buenos Aires, 1995, Ed. Abeledo Perrot, p. 88), identifica al derecho ambiental con los siguientes caracteres:

1. Que es un derecho supraindividual.

2. Que es un derecho interdisciplinario.

3. Prioriza la prevención del daño.

4. Tiene vocación distributiva.

5. Protege los intereses colectivos.

6. Tiene especialidad temática y funcional.

Pensamos que se caracteriza, además, por involucrar derechos personalísimos, en lo que refiere a la protección de la salud, higiene y la misma integridad psicofísica de la persona.

2.- El medio ambiente.

En el concepto a dar al medio ambiente se pasó por dos etapas: una limitativa y otra amplia.  

En principio el medio ambiente se concretaba en la protección del conjunto equilibrado de componentes naturales que conforman cierta zona en determinado momento, que representa el sustento físico de la actividad de toda persona. 

Diez Picazo (Fundamentos de derecho civil patrimonial, T. XIII, Madrid, 1995, pág. 203) comenzó por incluir en esta protección no solo a los elementos ecológicos sino también el silencio, la tranquilidad.  Según este enfoque pasa a integrar el medio ambiente o el ecosistema el ambiente atmosférico, la vegetación, la flora, la fauna, los elementos ecológicos como el paisaje, pero especialmente la tranquilidad de vida para las personas que cohabitan como elemento esencial de protección de su integridad y su salud.

En sentido amplio, el medio ambiente es todo lo que rodea y coordina la vida de las personas siendo la nota predominante la interacción entre el sujeto y su entorno vital. Este entorno vital, como lo señala Ghersi (Tratado de daños reparables, Buenos Aires, 2008, t. III, pág. 387) abarca tanto el medio físico (agua, suelo, aire) como el natural (flora, fauna) y el medio social (la vivienda, la sanidad) y en especial la forma de vida en un ámbito de tranquilidad y de paz. 

Como se advierte, el medio ambiente en sí es un término discutido en lo que abarca, pues tiene una variedad de significados, pero, en esencia, está integrado por las cosas y circunstancias que rodean al hombre y condicionan su vida.  Besalú Parkinson (ob.cit., pág. 281) en forma sintética lo define como el conjunto de circunstancias físicas, culturales, económicas, sociales que rodean a la persona. 

Amorín Piriz (“El daño ambiental en el derecho uruguayo”, ADCU, t. 36, pág. 525) propone ordenar las definiciones de medio ambiente en tres grupos: a) las que destacan el ámbito natural en el que el hombre aparece integrado y de que depende, formado el ambiente por el suelo, el aire y el agua; b) otros agregan el elemento humano y con valores de índole social, cultural y estético; c) otros refieren a un concepto indeterminado, abierto, incluso a nuevos contenidos aún no definidos.

La tutela del medio ambiente fue dispuesta como de interés general (art. 1 de la ley 17.283) y reconocida como un derecho subjetivo colectivo en el art. 47 de la Constitución. 

Para Magariño De Mello (Uruguay hace el hábitat, Montevideo, 1996, pág. 124), el medio ambiente es la totalidad de los elementos orgánicos e inorgánicos que constituyen el mundo y, por lo tanto, la biosfera de la que somos parte, entrelazándose en relaciones de interdependencia necesarias e interactuando de acuerdo a leyes naturales inalterables aunque flexibles, en un proceso universal de análisis y de síntesis, a través de los tres estados de la materia: sólido, líquido y gaseoso, el cual configura un complejo mecanismo en equilibrio dinámico e inestable. 

En la ley 16.466 (art. 2) se siguió un concepto amplio de medio ambiente, abarcando alteraciones a la naturaleza física al igual que los impactos socioeconómicos respecto de la comunidad. 

En el Decreto 135/94, art. 12, también se refería a tres aspectos básicos del ambiente: lo físico (Agua, suelo, paisaje); el ambiente biológico (fauna y flora) y el ambiente antropológico (la población y el uso que efectúa del suelo (el daño ambiental se ocupa de las afectaciones injustificadas e intolerables del medio ambiente e indirectamente de la salud de la persona.

El derecho privado contribuye a la tutela del medio ambiente pues busca proteger a la persona que puede verse afectada con su deterioro.  El daño ambiental puede afectar el valor de un inmueble (causando incluso la baja de su valor venal) y puede repercutir en la salud de la persona, generando afecciones según el grado de contaminación, etc. 

Desde nuestro punto de vista, en el concepto de daño ambiental está la afectación tanto del patrimonio natural como el cultural y ello por considerar que el medio ambiente abarca no sólo lo referente a la naturaleza sino que también refiere a lo social, cultural o político (valores colectivos) 

El medio ambiente es patrimonio común, o sea un valor colectivo, un bien común, o un interés común de la humanidad o de la sociedad de que se trate.  En realidad es un bien jurídico pero no apropiable individualmente o por muchos.  Se usa el término bien como valor. 

En esencia existe un derecho natural y personal al medio ambiente sano, siendo un derecho colectivo. 

3.- Principios dentro de los que se regula el derecho ambiental. 

Los principios generales son las directrices que operan como fundamento o justificación racional de un orden jurídico determinado.  Permiten la valoración jurídica que justifica la normativa y son especialmente útiles para la información, la interpretación o la integración del sistema jurídico. La juridicidad de los principios está dada por su intrínseca razonabilidad y razón de justicia.  
En ocasiones estos principios demuestran la autonomía de la materia,  no son propuestas teóricas sino que surgen de necesidades prácticas y de los valores que se desea priorizar en el tema. 

Una de las razones por las que en el ámbito del Derecho de Daños y el derecho en general se ha independizado la figura del daño ambiental es porque la peculiar realidad en que se sustenta se funda en ciertos principios generales que le dan al daño ambiental una fisonomía propia.

Para Mosset Iturraspe (El daño ambiental, t. I, Santa Fe, 1991, pág.  20) los principios rectores del derecho ambiental son:  a) el principio de la realidad; b) el principio de la subsidiariedad; c) el principio de la regulación jurídica integral; d) el principio de la responsabilidad compartida; e) el principio de la conjunción de aspectos colectivos e individuales; f) el principio de la introducción de la variante ambiental; g) el principio del nivel de acción más adecuado al espacio a proteger; h) el principio de mantenimiento de las causas productoras y de síntomas.

Estos principios han sido sustancialmente reconocidos en el Art. 6 de la Ley 17.283, destacándose: 

A) Principio de la prevención o precaución.  

La función preventiva del derecho ambiental es uno de los caracteres peculiares de su razón de existir.  Nos obliga a replantear el concepto tradicional de daño y pensar en un antes, pues más que reparar el daño lo que importa es paralizar o evitar el efecto dañino. 

El principio precautorio señala que cuando una actividad amenaza con dañar  la persona o al medio ambiente deben adoptarse medidas precautorias aún cuando todavía no se haya causado el daño.  Se trata de adoptar medidas de precaución. La medida precautoria procede cuando el daño que se espera es grave, irreparable e inminente y el riesgo de ocurrencia también se presenta como inevitable. 

Regulado en el Art. 6 lit. b, conforme al cual se deben hacer esfuerzos para que los eventos contaminantes no ocurran.  Esta función preventiva es propia del Derecho de Daños con carácter general.  En situaciones de peligro, aún cuando no se tenga certeza de que ocurrirá el evento dañoso, se debe actuar para eliminar el peligro.  La esencia del derecho ambiental está en el instituto de la prevención y precaución del daño.  El criterio rector se centra en evitar situaciones de riesgo de las que se pueda derivar una situación perjudicial al medio ambiente.  Dentro de la acción preventiva, está el deber de actuar antes, y aún después de ocurrido el insuceso para prevenir mayores daños, mitigando los existentes si ello ocurriera.  La vigencia legal de este principio en nuestro país, lleva a considerar prioritariamente las fuentes de posibles daños, neutralizando eventuales perjuicios, anticipando acontecimientos perjudiciales.  La norma señalada ordena: «la prevención y previsión (precaución) son criterios prioritarios que afectan cualquier otro en la gestión ambiental, y cuando hubiere peligro de daño grave o irreversible, no podrá alegarse la falta de certeza técnica o científica absoluta como razón para no adoptar medidas preventivas».

No debemos confundir prevenir con precaver, pues en un caso se actúa para evitar un daño futuro cierto, y en el otro caso, o sea, el de la precaución, no hay certeza sobre la peligrosidad de la cosa. En síntesis, en un caso se actúa ante un riesgo cierto y conocido (prevención), y en el otro, ante un peligro o riesgo potencial incierto (precaución).

La precaución y la prevención del daño ambiental han determinado que en muchos proyectos industriales se exija como trámite previo la “evaluación del impacto ambiental”.  Ello supone informar sobre los efectos ambientales y ecológicos que pueden tener las actividades que se pretende sean autorizadas.  El proyecto industrial puede finalmente no ser aprobado si tiene un impacto ambiental no deseado o negativo.

B) Principio de la integración.  

Es un derecho que tiene esencial relevancia en la sistemática de todo el orden jurídico pues repercute en una diversidad de materias y las obliga a interactuar.  Es un tema que involucra a todas las materias y a todos los poderes públicos (ejecutivo, legislativo y judicial).

Está regulado en el Art. 6 lit. b cuando se establece literalmente: “La afectación del ambiente constituye un compromiso que atañe al conjunto de la sociedad, por lo que las personas y organizaciones representativas tienen el derecho-deber de participar en este proceso.  Los Estados deben reconocer que el tema ambiental depende también de políticas y actuaciones de otros sectores”.

C) Principio de la subsidiariedad.  

El Estado debe colaborar sólo cuando es necesario y debe abstenerse de cumplir funciones que pueden y deben ser asumidas por los particulares.   El Estado debe hacer lo que no pueden hacer los particulares, ayudando pero no desplazándolos.

El Estado debe colaborar en la preservación del medio ambiente, complementando y no sustituyendo la responsabilidad de los particulares.

D) Principio de la solidaridad y cooperación internacional. 
Está regulado en el Art. 6 lit. g, donde se establece: “el incremento y fortalecimiento de la cooperación internacional en material ambiental, promoviendo la elaboración de criterios ambientales comunes.  Los estados entre sí deben cooperar para proteger y restablecer el medio ambiente.  Forma parte del deber de cooperar el deber de informarse recíprocamente”.

La defensa del ecosistema obliga hoy a la cooperación global pues de lo contrario los esfuerzos individuales pueden en estos temas ser inútiles.  Los temas de combate a la contaminación, a la degradación del medio ambiente… no son de tal o cual estado sino que es función de todos los Estados y para ello deben cooperar entre sí y coordinar estrategias para evitar o disminuir la contaminación ambiental.

E) Principio de equidad intergeneracional.    

Apunta a que se debe asegurar el desarrollo económico, cultural y social dentro de un ámbito sostenible, sin perjudicar el futuro.  Esto supone considerar el desarrollo basado en un sano empleo de los recursos para satisfacer necesidades del presente sin comprometer el futuro.

La persona tiene el derecho fundamental de disfrutar de las condiciones de vida adecuadas, en un medio de calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de bienestar.  El derecho al desarrollo debe ejercerse de forma que responda equitativamente a las necesidades de desarrollo y a las ambientales de las generaciones presentes y futuras (Martín Mateo, Tratado de derecho ambiental, t. II, Buenos Aires, 1991, pág. 797).

F) Principio de la corrección.  

Ocurrido el evento perjudicial debe tratarse de revertir o recomponer la situación.  Este principio aparece regulado en el Art. 6: «El que causa un daño ambiental es responsable de restablecer la situación al estado anterior de la producción del perjuicio.  Y si ello no es posible debe obtener una indemnización sustitutiva o complementaria».

G) Principio de la responsabilidad.  

Aquí rige el criterio de que «quien contamina, paga».  El responsable de la contaminación debe asumir las consecuencias patrimoniales de sus actos, y asumir la respectiva sanción.

La persona o entidad responsable directa o indirecta de la degradación o contaminación debe estar sujeta a las sanciones civiles, administrativas y penales aplicables al caso.

H) Principio de la información.  

Está previsto en el literal f, donde se establece que la gestión ambiental debe basarse en un adecuado manejo de información ambiental con la finalidad de asegurar su disponibilidad y accesibilidad por parte de cualquier interesado.

La información en la protección del medio ambiente es básica, pues cumple, ciertamente, una función preventiva de daños. El ciudadano tiene el derecho de ser informado sobre el estado del medio ambiente, y también existe el deber de proporcionar la información que esté relacionada con la calidad del medio ambiente. El Estado debe garantizar el acceso a la información sobre el medio ambiente.

En la Encíclica Centesimus Annus de Juan Pablo II (Nº 40) se dispuso: “Es deber del Estado proveer a la defensa y tutela de los bienes colectivos, como son el ambiente natural y el ambiente humano.”.

En concreto el daño ambiental afecta la calidad de vida, los recursos naturales, el patrimonio artístico y cultural, el hábitat y el desarrollo sustentable, y se afecta el interés de la colectividad en general.

Es un perjuicio supraindividual que no se concreta en la suma de daños individuales sino en la lesión concreta de la colectividad que lo padece.  Es en sí un tipo de daño colectivo que debe ser analizado globalmente, en forma supraindividual.

I) Otros principios

Rinessi (“Los principios del derecho ambiental”, Revista de Derecho de Daños, 1983/3, pág. 105) destaca la vigencia de otros principios tales como:

a) Principio de la armonía y el respeto del equilibrio ecológico; 

b) Principio del medio ambiente como bien jurídico protegido en sí;

c) Principio de la calidad de vida que contempla la tutela de las personas en su integralidad; 

d) Principio de la diversidad biológica.  La diversidad es necesaria para mantener la vida en la biosfera.  Si se altera la diversidad biológica se producen desastres ambientales. 

e) Principio del desarrollo y vida sustentable, lo que implica preocuparse por las generaciones futuras. 

4.- Derecho-deber a gozar de un medio ambiente sano.

A) Presentación del tema

Felgueras (Derechos humanos y medio ambiente, Buenos Aires, 1996, Ed. Ad hoc, pág. 3) considera que toda persona tiene el derecho a un medio ambiente apto para su desarrollo como derecho fundamental.  Se trata de un derecho de los denominados de tercera generación o supraindividuales.  

Goldemberg – Cafferata (Daño ambiental, problemática de su determinación causal, Buenos Aires, 2000, pág. 22) lo presentan como un derecho social de carácter bifronte o de naturaleza mixta pues, a su vez, debe ser considerado un derecho personalísimo y un derecho social.  La salubridad del ambiente es condición para el desarrollo de la persona y es cada vez mayor la tendencia a reconocer el derecho a un ambiente sano como un derecho autónomo de la personalidad. 

Lorenzetti (Las normas fundamentales del derecho privado, Santa Fe, 1995, pág. 483) sostiene que el derecho ambiental es de-codificante, herético, mutante: se trata de problemas que convocan a toda las creencias en una nueva fiesta, exigiéndoles un vestido nuevo.  En el caso del derecho la invitación es amplia pues abarca el derecho privado, civil, procesal, administrativo, penal.  En la tutela civil del medio ambiente se constata la peculiaridad de que, por un lado, está el derecho a realizar cierta actividad empresarial  y por otro lado, está el derecho de los miembros de la colectividad a no ser afectados injustamente por la contaminación o depredación propias de esas actividades.  La tutela del medio ambiente es, en definitiva, la tutela de la salud de las personas que en él habitan. 

Como bien destaca Stiglitz (ob.cit., pág. 1386) quien debe ocuparse de la tutela del medio ambiente es el Estado, sin embargo, el accionar de los particulares mediante la adecuación de las técnicas del derecho privado termina por proporcionar una eficaz tutela a los intereses colectivos, configurando un verdadero mecanismo de control social sobre la actividad del agente contaminante por excelencia: la empresa. 

En este ámbito el Derecho de Daños sale a proteger la calidad de vida del ciudadano y del consumidor. El medio ambiente satisface necesidades vitales la persona, y quien daña el medio ambiente, daña a la persona. El derecho a la preservación de un medio ambiente sano está reconocido en nuestro derecho en normas claras, como puede ser el Art. 47 de la Constitución de la República que sobre particular dispone: “La protección del medio ambiente es de interés general. Las personas deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación graves al medio ambiente. La ley reglamentará esta disposición y podrá prever sanciones para los transgresores”. 

En esta norma se impone como un derecho del ciudadano el gozar de un medio ambiente sano, y también se impone el deber de preservación.

El derecho a un medio ambiente sano es un derecho personalísimo, subjetivo, inalienable, inviolable, vitalicio. En el tema está en juego la protección de la persona humana.

En nuestra opinión se trata de un derecho de la personalidad, siendo un aspecto del derecho a la salud y a la integridad física pero tiene la peculiaridad de que el interés que se lesiona no es del individuo sino del grupo de personas que conviven en un ámbito determinado.

Junto con la consagración de este importante derecho humano, también se consagra la protección del ambiente por sí mismo y como garantía del respeto al derecho de la persona a un ambiente sano.  Este tema aparece regulado en distintas Constituciones modernas, como es la de Brasil, en el Art. 225, la de Colombia, en el Art. 39; España en el Art. 45; Portugal en el Art. 66, y Ecuador en el Art. 19.

La norma no sólo establece el derecho al ambiente sano sino el deber de protegerlo.  No se trata sólo de un derecho que se puede exigir, sino un deber que se debe cumplir.  En este sentido, tenemos presente lo establecido en el Art. 3 de la Ley 16.466 y el Art. 3 de la Ley 17.283.  En el primer caso se establece que es deber fundamental de toda persona física o jurídica abstenerse de todo acto que cause impacto ambiental que se traduzca en depredación, destrucción o contaminación grave del medio ambiente.

En concreto, en la Constitución, al tiempo que se jerarquiza este derecho a un ambiente sano y equilibrado, se considera que ello es esencial para el desarrollo de la persona y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras. 

B) Intereses difusos

La protección al medio ambiente es parte de la protección de los denominados intereses difusos a que refiere con tanta claridad el art 42 del C.G.P. al establecer: “en el caso de cuestiones relativas a la defensa del medio ambiente, de valores culturales o históricos y en general, que pertenezcan a un grupo indeterminado de personas, estarán legitimados indistintamente para promover el proceso pertinente, el Ministerio público, cualquier interesado y las instituciones o asociaciones de interés social que, según la ley o a juicio del tribunal, garanticen una adecuada defensa del interés comprometido”. 

Interés difuso es el que pertenece en forma idéntica a una pluralidad de sujetos en tanto integrantes de un grupo, clase o categoría de personas, ligadas por un interés común.  Así como la satisfacción de uno se proyecta sobre todos, la lesión a cada uno afecta simultánea y globalmente a los demás integrantes del conjunto comunitario. 

Se denominan intereses difusos porque no pertenecen a una o varias personas sino a todo el grupo.   Es un interés común a muchos y, en particular, a cada integrante del grupo.  Así, el interés colectivo ambiental es un derecho subjetivo, en términos de Mosset Iturraspe (ob.cit., pág.  163) de goce  diluido entre los miembros de un conjunto 

Cafferata (“Daño ambiental colectivo y proceso civil colectivo”, Revista de Responsabilidad Civil y Seguros, 2003, pág. 80) considera que la actividad que ataca al medio ambiente causa un daño social que afecta, precisamente, a los intereses difusos que son supraindividuales, pertenecen a la comunidad y no tienen como finalidad la tutela de un sujeto en particular sino del interés general.  Este daño se denomina ambiental.

La importancia práctica de considerar el daño ambiental como lesión a los intereses difusos está en la determinación de los legitimados pasivamente para accionar por su tutela, tema al que refiere expresamente el art. 42 del C.G.P. antes referido. 

El interés difuso presenta distintos caracteres: 

a)
Su  pluralidad indiferenciada, pues es de uno y es de todos y pertenece a la comunidad. 

b)
Refiere a un bien indivisible de satisfacción y afectación común.

c)
Son, por último, como anota Cafferata (ob.cit., pág.  89) intereses indivisibles pues no se divide su goce, no existiendo inmediatez en el disfrute de estos derechos:

d)
Refiere a bienes que no son de apropiación exclusiva. 

Existe daño colectivo cuando se afectan intereses de esta naturaleza pues se afecta en forma simultánea y coincidente a un grupo y a la misma sociedad.  El daño ambiental es supra individual y no es la suma de daños individuales. 

Galdós (“Daño moral colectivo”, Revista de Derecho de Daños, n. 6) define el daño colectivo como el sufrido por una pluralidad de sujetos a los que se les afectan intereses mixtos y tutelables, patrimoniales y extra  patrimoniales que no son susceptibles de apropiación y que resultan diferenciables de otros daños.  El interés del grupo es común, no diferenciado y no fraccionable. 

C) Daño ambiental en la constitución.

Sin perjuicio de entender que el art. 47 de la Constitución consagró un derecho personal y colectivo de los habitantes a un ambiente sano , esta norma no fue sólo meramente declarativa sino que es esencialmente operativa pues refiere no sólo a un concepto de daño ambiental sino a cómo debe actuarse ante él.  Se regula expresamente la contrapartida al derecho al medio ambiente sano que es el deber de abstención de todo acto que cause depredación, destrucción o contaminación grave al medio ambiente.  Se establece la protección del medio ambiente como un interés general, por lo cual son las autoridades del Estado las primeras involucradas en su tutela. 

Lo importante es que el medio ambiente ingresó a la Constitución para priorizar su tutela y aparece el derecho al ambiente sano y equilibrado como un derecho humano.  El bien jurídico protegido por la Constitución no es el ambiente en sí mismo sino que lo que se protege es la salud humana en función de un ambiente sano y equilibrado. 

D) El daño ambiental y el derecho a la integridad física

Besalú Parkinson (ob.cit., pág.  243) considera que cuando la actividad contaminante afecta a la vida o a la integridad física es posible aplicar medidas aprobadas por el Pacto de San José de Costa Rica (ley 15.737) o por la Convención Americana de Derechos Humanos (Ley 16.519, arts. 4 y 5).

Estas normas, que son derecho positivo en nuestro país, legitiman adoptar medidas tendientes al cese de cualquier agresión que se constate en este sentido. 

5.- Desarrollo sustentable.

La relación entre el desarrollo económico y protección del ambiente es básica en el tema.  El desarrollo económico no es aceptable si no se considera la calidad de vida de las personas y el respeto del ecosistema.  Se debe buscar una forma de desarrollo que no se haga a costa de la calidad de vida de los ciudadanos o comprometiendo la capacidad de las futuras generaciones de resolver sus necesidades.

Al respecto hoy se contempla el concepto de lo que es el desarrollo sustentable, como aquél que satisface las necesidades presentes sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras de satisfacer sus propias necesidades (Art. 1 lit. g de la Ley 17.283). Como dice Pastorino (El daño al ambiente, Buenos Aires, 2005, p. 140), es necesario equilibrar el desarrollo económico con la protección del medio ambiente sin comprometer el futuro.

Besalú Parkinson (Responsabilidad por daño ambiental, Buenos Aires, 2005, pág. 107) afirma que desarrollo sustentable implica mejorar la calidad de vida humana sin rebasar la capacidad de carga de los ecosistemas que la sustentan.  Es un proceso que requiere el progreso simultáneo global en las distintas dimensiones que interactúan: económica, humana, ambiental, tecnológica.

Se busca mayor equidad en el acceso a los recursos naturales considerando la población actual y futura.  En el art. 1 in fine de la ley 17283 se le define como el desarrollo que satisface necesidades del presente sin comprometer la capacidad de generaciones futuras de satisfacer sus necesidades.  El concepto de daño ambiental gira en torno a lo que se considere necesidades propias de un desarrollo sustentable. 

La degradación del ambiente por parte de las empresas supone crear un serio riesgo de daño. Dentro de los denominados riesgos de la empresa están: las causas de polución, los daños por accidentes laborales, los daños al consumidor.

El concepto de desarrollo sustentable involucra en el proceso económico no sólo el afán de ganar dinero sino el hacerlo sin hacer nada que afecte el presente o futuro de la persona. No se puede ignorar el efecto del medio ambiente sobre la calidad de vida de los ciudadanos. Como señala Messina de Estrella Gutiérrez (Riesgo de empresa, Buenos Aires, 2004, Ed. Lexis Nexis, p. 13), el crecimiento económico requiere garantizar la disponibilidad en cantidad y calidad de recursos para el desarrollo actual y futuro. El desarrollo sustentable permite integrar las metas sociales con los proyectos económicos y ambientales para lograr mayor equidad social, y luchar contra la pobreza que es el factor más limitante y crítico del desarrollo.

6.- Daño ambiental. 

A) Presentación del tema

La revolución industrial y tecnológica en el desarrollo del ansia de producir cada vez más aumentó la contaminación en el agua, en la tierra, en el aire. Fue necesario adoptar medidas urgentes de protección al medio ambiente que en muchos países, como el nuestro, parten de la propia Constitución (art. 47).  Aparece el derecho ambiental sustentado en sus propios principios y con ello como bien jurídico tutelado. La calidad de vida se protege no sólo en su comodidad exterior sino en los aspectos relativos a la alimentación, al uso de recursos naturales, al patrimonio artístico, histórico, urbanístico, entre otros.

Frente al daño ambiental todos somos débiles, víctimas de este daño, en principio anónimo. En este tema el Derecho de Daños propicia la prevención del daño ambiental, se consagra teoría del interés difuso por la que se amplía la nómina de legitimados activos para la tutela de intereses supraindividuales (Art. 42 del CGP).  Cuando el daño comienza a verificarse se puede requerir la cesación y reparación del perjuicio.

Bustamante Alsina (Responsabilidad y otros estudios, Buenos Aires, 1997, t. IV, p. 84 a 115), define el daño ambiental como todo menoscabo al derecho o interés que tienen los seres humanos considerados individualmente o colectivamente, a que no se alteren las condiciones naturales de vida. Es un daño que afecta a la sociedad toda: ricos, pobres, fuertes, débiles, gobernantes y gobernados, padres, hijos y nietos.

Daño ambiental es el perjuicio sufrido por un sujeto en su persona como consecuencia de la contaminación de algún elemento ambiental (ejemplo, contaminación de aguas), o en sus bienes cuando éstos forman parte del medio ambiente (ejemplo, agua contaminada que afecta las plantaciones en las chacras), y son contaminados por la agresión a elementos ambientales (ejemplo, contaminación del agua).

Trigo Represas, López Mesa (Tratado, Ob.cit., t. IV, p. 565), sostienen que el daño ambiental, en general, está representado por la contaminación ambiental, que se define como todo cambio perjudicial en las características físicas, químicas o biológicas del aire, tierra, agua, que pueden afectar nocivamente la vida humana o las materias primas.  Contaminación es la presencia en el ambiente de cualquier agente físico, químico, biológico, o de una concentración de varios agentes en lugares o formas, en concentraciones tales que pueden ser nocivos a la salud, seguridad o bienestar de la población humana, perjudiciales para la vida animal o vegetal, que impida el uso y goce normal de los materiales, propiedades y lugares de recreación.

Bustamante Alsina (Daño ambiental, Buenos Aires, 1995, p. 45), advierte que los términos daño ambiental son ambivalentes, pues refieren no sólo al perjuicio al patrimonio ambiental, sino también al daño de rebote que se causa a las personas en particular por esa afección ambiental.

De Miguel Perales (Responsabilidad civil por daño al medio ambiente, Madrid, 1994, p. 85) considera como daño ambiental el padecido por una determinada persona afectada (por ejemplo, de intoxicación), dañada en su integridad física o bienes, cuando estos forman parte del medio ambiente (ejemplo, daños en un bosque), o cuando resultan dañados a causa de cierta agresión genérica al medio ambiente.  El daño sobre el medio ambiente puede derivar en consecuencias negativas sobre la persona o su patrimonio, o afectar recursos naturales (ejemplo, contaminación del aire, agua, suelo, fauna, flora). También puede afectar bienes que componen la heredad cultural o incluso los caracteres del paisaje. 

En concreto, el daño ambiental es una afectación a los intereses provenientes del derecho ambiental del que es titular la persona y la misma comunidad.

Cafferata (ob.cit., pág.  81) aclara que el daño ambiental es una expresión ambivalente pues refiere no sólo al daño en el patrimonio ambiental (impacto ambiental) sino también al daño causado de rebote a los intereses legítimos de las personas afectadas y ello es lo que lo legitima a accionar por los daños padecidos.  Así, el daño al medio ambiente puede, según los casos, afectar a la salud, a los bienes de las personas o al medio natural en general. Este último se denomina daño ecológico, al margen de toda afectación personal pero relevante en el ámbito del derecho público donde se vela por el interés general. 

La afectación al medio ambiente supone dos aspectos: a) alterar el medio ambiente y b) las repercusiones de esta afectación en el desarrollo de la vida (humana, animal, vegetal).

Yaguas Montero (El daño no patrimonial en el derecho del medio ambiente, Madrid, Ed. Civitas, pág. 37) considera que se debe diferenciar el daño ecológico del daño ambiental.  El primer refiere a la degradación del medio ambiente afectando el agua, el suelo, la flora, el paisaje, sin afectar los intereses de los particulares.  Si este daño repercute en la persona se denomina daño ambiental, afectándose intereses privados,  Desde esta óptica privatística son relevantes los daños que degradan el medio ambiente y perjudican el interés de los particulares. 

Daño ambiental es todo daño a la persona causado por el medio ambiente.  Del daño ecológico se ocupa el derecho público y del ambiental el derecho privado.  Esta separación es un tanto académica pues al aludir al daño ambiental se alude indirectamente al daño ecológico en su proyección sobre la persona. 

B) Daño ambiental y contaminación

Si bien desde el punto de vista jurídico la contaminación grave es una forma de daño ambiental, no todo daño ambiental es en base a contaminación. El daño ambiental suele estar referido a casos de contaminación, o sea, a todo lo que suponga un cambio físico o químico en el aire, agua o en la tierra con posibilidades de afectar la calidad de vida de las personas, pero hay otras formas de afectación del medio ambiente que no implican contaminación, como los procesos de degradación o extracción exagerada de determinados valores de ciertas áreas geográficas. Tal lo que ocurre, por ejemplo, con la deforestación. 

C) En nuestro derecho

En nuestro derecho, la Ley 16.466 de 19 de enero de 1994, y su decreto reglamentario 435/94, ya habían declarado de interés la protección del medio ambiente contra cualquier tipo de depredación destructiva o contaminación, estableciendo en su Art. 4º una referencia concreta al daño, cuando se ordenaba: “Sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que señala la ley, quien provoque depredación, destrucción o contaminación del medio ambiente con relación a lo previsto en la presente ley, será civilmente responsable de todos los perjuicios que ocasiones, debiéndose hacer cargo, además, si materialmente ello fuere posible, de las acciones conducentes a su recomposición”.  Por su parte, en el Art. 3 de la Ley 17.283 se define el daño ambiental como: «toda disminución o detrimento significativo que se infiera al medio ambiente».

En el Art. 2º de la Ley 16.466 se dispuso que: «Daño e impacto ambiental negativo es toda alteración de las propiedades físicas, químicas o biológicas del medio ambiente, causada por cualquier forma de materia o energía resultante de las actividades humanas, que directa o indirectamente perjudiquen o dañen a la salud, seguridad o calidad de vida de la población.  Lo es también el perjuicio que afecta las condiciones estéticas o culturales, sanitarias del medio».   «Cuando los perjuicios causados por dicha violación sean irreversibles, el responsable de los mismos deberá hacerse cargo de todas las medidas tendientes a su máxima reducción o mitigación, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal que pudiere corresponder».

Tanto el art. 1 inc. 2° de la ley 16, 466 como el art. 1 lit. B de la ley 17.283, presentan al daño ambiental como el impacto negativo a la propiedad físico-química-biológica del medio ambiente.  Por su parte, en el art. 47 de la Constitución, como ya viéramos, se exige abstenerse de todo acto que cause  depredación, destrucción o contaminación grave al medio ambiente.  

Llegada la hora de analizar la esencia del daño ambiental advertiremos que no se exige ajustar el mismo concepto de daño.  Como ya vimos, éste se suele identificar en la lesión de un interés, en un interés tutelado por el orden jurídico, o en la consecuencia de la lesión de un interés o en la falta de justificación de la consecuencia dañosa.  

Pues bien, el daño ambiental exige ponderar, como bien advierten Saux y Muller (“El daño ambiental. Requisitos”, en la obra Daño ambiental y daño, pág. 224), un aspecto social en su esencia que se conjuga en lo individual, lo actual con lo futuro y lo singular con lo plural.  Se trata de un daño bifronte pues al tiempo que afecta bienes o valores colectivos, como son los del medio ambiente, también afecta a la persona y a sus bienes en su individualidad, lo que marca una característica o peculiaridad de esta forma de daño. 

La contaminación del medio ambiente puede tener consecuencias administrativas, civiles e incluso penales. Existen delitos contra la salud pública donde se establecen duras penas, por ejemplo, por la contaminación del agua. Tal el delito regulado en el Art. 218 del C.P., cuando dispone: “el que envenenare o adulterare en forma peligrosa para salud, las aguas o sustancias destinadas a la alimentación pública, con o sin lesión efectiva de tales bienes, será castigado con 12 meses de prisión a 16 años de penitenciaría”.

D) Clasificación del daño ambiental. 

Por principio se considera que la naturaleza del daño ambiental es patrimonial, pues lo que se trata de preservar es el medio ambiente en su materialidad.  Pero lo cierto es que se pueden afectar valores o intereses no patrimoniales de orden cultural o personal.  Según este enfoque, el daño ambiental se clasificaría en patrimonial y no patrimonial.  Así, por ejemplo, se podrían afectar intereses no patrimoniales de un grupo de personas, alterando o dañando cosas, estatuas, lugares que tienen un valor afectivo, religioso o social.  Existen valores o bienes sobre los que existe un interés general no patrimonial, bienes que pueden tener un significado histórico o cultural y que si son afectados se puede causar un daño colectivo no patrimonial. 

Desde otra perspectiva, el daño ambiental puede ser individual o colectivo.  El individual lo tenemos cada vez que se afecta a la integridad o el patrimonio de una persona.  Así, por ejemplo, la contaminación puede causar asma, bronquitis, etc.  Se puede también afectar el patrimonio de la persona si, por ejemplo, esa contaminación ambiental cambia el valor del terreno donde se produjo el problema ambiental.

El daño ambiental puede ser colectivo por lo que lo causa o por los que lo padecen.  Pueden participar dos o más personas, o bien el afectado ser la misma comunidad o un grupo determinado de personas.  Se ha dicho que, en realidad, en la práctica este daño puede ser anfibológico o de naturaleza doble, pues al mismo tiempo puede afectar a las personas individualmente y a la colectividad. 

Galdós (“El daño moral colectivo”, en la obra Daño ambiental y daño, Ed. La Ley, 2009, pág. 253) lo define como el menoscabo de intereses extrapatrimoniales lícitos y dignos de tutela de una clase, estamento o categoría de sujetos o de una pluralidad determinada o indeterminada de personas físicas, y cuyas consecuencias disvaliosas se producen en esa esfera no patrimonial. 

No se consideran los daños  sino los intereses afectados de carácter extra patrimonial tutelados por el orden jurídico.  El daño moral colectivo es consecuencia de la afectación de intereses no patrimoniales colectivos tutelados por el orden jurídico. 

Yaguas Montero (ob.cit., pág. 73) considera que desde el punto de vista individual lo que se afecta con alterar el medio ambiente es la calidad de vida causada por molestias al no contar con un ambiente sano. Así, el ruido, la polución, afectan la calidad de vida.  Se altera el descanso, se afecta la salud.  El ruido en concreto altera la intimidad, la privacidad en el hogar. 

Estos daños personales, para ser resarcibles, deben ser ciertos, personales, directos e ilícitos. 

Sánchez Friera (La responsabilidad del empresario por deterioro del medio ambiente, Ed. Bosch, Madrid, 1994, pág. 189) propone la distinción entre el daño ecológico puro, que refiere a la afectación del agua, el aire, la flora, el suelo, el subsuelo, y el daño ambiental que es el que afecta a la salud y patrimonio de las personas como consecuencia del deterioro ambiental.  El criterio de distinción entre un daño y el otro está en si el bien afectado es o no susceptible de apropiación.

E) Caracteres del daño ambiental. 
Esteve Pardo (Derecho al medio ambiente, Madrid, 2005, pág. 48) destaca como pautas más sobresalientes de este daño: 

a) La magnitud del perjuicio, considerando que se afectan intereses privados y públicos y, además, los valores a reparar pueden ser realmente inabarcables; 

b) La relación causal entre el hecho dañoso y la consecuencia suele ser difícil de precisar y de probar en forma inequívoca; 

c) Estos daños se identifican en que tienen una dimensión ecológica o medioambiental más allá del perjuicio patrimonial. No se trata de un daño causado sólo a las personas o al patrimonio de éstas sino que se afecta, en definitiva, al medio ambiental o natural como un sujeto pasivo diferente. 

El daño ambiental tiene, además, otras características destacadas que son: 

a) En el daño ambiental, con carácter general, se prioriza la función preventiva del daño, tratándose de no tener que llegar a la reparación. La relevancia de la prevención está en el hecho de que en la mayor parte de los casos la reparación se torna imposible ante daños graves e irreversibles. 

Revalorizar la persona humana que es la más afectada del derecho ambiental lleva a priorizar la prevención sobre la reparación en una tendencia claramente humanista.  

Cuando el derecho de daños acuerda que su centro es proteger al débil y no tanto castigar al culpable, la función preventiva pasa a tener especial vigencia. 

Hoy el principio de la prevención del daño es esencial en el derecho todo y en particular en el derecho de daños. 

Como señala Segui (Prevención de daños y tutela inhibitoria en materia ambiental, Buenos Aires, 2009, pág. 105) la prevención de daños responde a un principio de eficiencia.  Esto es evidente puesto que es más eficiente prevenir que reparar. 

Se insiste especialmente en el deber de prevención, para tratar de evitarlo.  Concretamente, en los arts. 3.1 y 6 lit. b de la Ley 17.283.  Así, también en el Art. 3 de la Ley 16.466 se establecía el deber de toda persona física o jurídica de abstenerse de todo lo que cause impacto ambiental.  Esta norma consagró el denominado “principio precautorio”, que hace a la identidad del daño ambiental (Highton, «Reparación y prevención del daño al medio ambiente, ¿conviene dañar? ¿Hay derecho a dañar?», Revista de Daños, 1993).

b) Otra característica está en que más que indemnizar se debe recomponer la situación afectada, intentando volver al estado anterior (Art. 4 inc. 1º), planteándose ello como una obligación diferente a la de resarcir.  Este deber de recomponer al estado anterior le da identidad al daño ambiental respecto al daño tradicional (Pastorino, ob.cit., p. 257).

c) Otra característica está en que se apunta a la protección del medio ambiente como un patrimonio de todos, a diferencia del daño tradicional donde el patrimonio afectado es particular.  

d) Otra característica es que el daño ambiental se trata de un daño ambivalente, pues afecta intereses generales y particulares.

e) Se trata, además, de un daño complejo, pues suele tener causas difusas, de difícil comprobación, y en ciertos casos es impersonal.

f) El daño ambiental suele ser continuo.  El hecho generador del perjuicio puede ser concretado en un acto o en varios continuados, pero su consecuencia es la que suele ser continuada. 

El carácter diferido o continuado que pueden tener los daños por contaminación se puede explicar por el desconocimiento que se tiene sobre sus efectos a largo plazo. No es simple determinar cuándo ha comenzado y por ello en ocasiones es difícil determinar los plazos de prescripción que dependen de ello. 

También puede suceder que entre el hecho dañoso y la consecuencia del mismo que es el daño propiamente tal, transcurra un período significativo. 

g) Es, además, un daño social o colectivo, pues altera los intereses de cierta comunidad.

Consideramos que una característica imprescindible del daño ambiental está, precisamente, en su carácter colectivo de masas, al resultar afectado un número variado e indeterminado de personas.

h) Puede ser actual o futuro. Como ya dijéramos, la alteración del medio ambiente, la contaminación ambiental en todas sus formas, daña a la persona en su calidad de vida, en su salud, y afecta el desarrollo de la comunidad, pudiendo comprometer seriamente sus intereses económicos presentes y futuros (Tomás Hutchinson, Daño ambiental, Santa Fe 1999, p. 38).

De lo constatado se puede hacer proyecciones ciertas del futuro y prever la prolongación ineludible de lo que está ocurriendo en materia de contaminación. También puede causar la pérdida de una chance de obtener determinado beneficio; ejemplo, ante la contaminación de las aguas que nutren determinadas plantaciones se impide la venta de cosechas futuras. 

El juez puede estimar en el plano causal indicios de los que deduce la prolongación o agravación futura del daño actual, o bien deducir la producción de nuevos daños que serán consecuencia necesaria de lo ocurrido. 

i) Es un daño expansivo o difuso.  Ghersi (ob.cit., pág.  393) entiende que se caracteriza por su extensión en el tiempo y en el espacio.  El daño ambiental no mide fronteras ni tiempos, pudiéndose exteriorizar lentamente.

El daño ambiental suele tener una dimensión espacial o territorial peculiar.  El daño puede ser interno, nacional o trascender fronteras (transfronterizo).  En este último caso el hecho dañoso originario se genera en un Estado distinto de aquel en el que proyecta sus consecuencias.

j) Es grave e irreversible.  Adquiere relevancia jurídica cuando – como lo marca la Constitución en el art. 47 – tiene una entidad o gravedad particular.  Esta gravedad está marcada no sólo por la entidad sino por la irreparabilidad, restitución o re-constitución de lo afectado. Besalú Parkinson (ob.cit., pág.  203) destaca que en el daño ambiental la reposición de las cosas al estado anterior es difícil, antieconómica, cuando no imposible. 

k) Se caracteriza además, el daño, por tener cierto grado de contaminación inevitable; 

l) Puede ser un daño histórico originado en el pasado.  Así, por ejemplo, si quedó depositada en el suelo una sustancia tóxica, este daño se puede proyectar en cualquier momento presente o futuro; 

m) Pueden existir daños ambientales acumulados cuando se parte de un foco de contaminación constante en el que participan varias empresas o actividades que son entre sí contaminantes. 

n) La resarcibilidad de este daño, en la medida en que pueda aparecer como un daño colectivo (difuso) lleva a que estén legitimados para exigir su reparación el afectado o las asociaciones de defensa de medio ambiente o el propio Ministerio público; 

ñ) La prueba de la relación causal suele ser compleja por la falta de inmediación espacial entre la fuente del perjuicio y el afectado. 

o) En la teoría general se destaca como uno de los caracteres del daño el ser directo.  Pues bien, el daño ambiental es indirecto o mediato pues primero se afecta al ecosistema y luego a la persona. El daño directo es el ecológico, el daño ambiental, o sea, el que afecta a la persona,  es indirecto.

F) Gravedad y tolerancia al Daño Ambiental. 
Debemos precisar que le daño ambiental para ser tal debe necesariamente tener entidad o gravedad, excediendo los límites de tolerancia que exige la concurrencia social.  Se trata de situaciones o hechos que ponen en grave riesgo o en forma significativa afectan la calidad de vida de la población. No cualquier degradación, contaminación, destrucción, polución o deterioro es un daño ambiental.  Si el daño es insuficiente, carece de entidad a los efectos resarcitorios. 

Esta exigencia de gravedad del daño se convierte indirectamente en tolerancia de ciertos perjuicios ambientales.  Así, como veremos (n…..) el propietario de un fundo no puede impedir, por ejemplo, la emisión de humos, ruidos, etc., derivados del fundo vecino si no superan la normal tolerancia. 

No cualquier molestia es daño ambiental. El daño ambiental se debe distinguir del daño socialmente tolerable y el intolerable por grave. 

En el ámbito del daño ambiental aparece la figura del denominado daño permitido o daño tolerado o daño irrelevante. 

Según la política ambiental vigente en el país se suelen admitir ciertos mínimos, por ejemplo, de contaminación, por ruidos molestos. Son daños que la sociedad debe tolerar (daño lícito). La convivencia y la necesidad de permitir las actividades que desarrolla otros, personales o empresariales, lleva a que se establezcan determinados límites de tolerancia a este tipo de daños.

La preocupación de no distorsionar el comercio ni el desarrollo de libertades personales en forma innecesaria es lo que determina la tolerancia de este daño. Cierto es que toda producción industrial, en alguna medida, contamina o agrede al medio ambiente. Así la contaminación hoy es prácticamente inevitable en mínimos.

El desarrollo económico también es necesario para tener cierta calidad de vida. Por ello debe buscarse ciertas soluciones equilibradas que permitan el desarrollo económico contaminando lo menos posible, y que ello no obstaculice, a su vez, la calidad de vida. La solución no está en frenar el desarrollo para lograr que no exista contaminación ambiental, sino en que ese desarrollo se logre sin contaminación, o sea, que se logre un desarrollo denominado sustentable (Besalu Parkinson, “El daño social intolerable y el medio ambiente”, en Revista de Responsabilidad Civil y Seguros, Buenos Aires, 1999, Nº 1, p. 75).

7.- Relación de causalidad

Besalú Parkinson (ob.cit., pág.  225) considera que uno de los aspectos más problemáticos de la responsabilidad por daño ambiental está en la relación causal y en las dificultades de prueba sobre la misma.  Acorde  a las pautas de la causalidad adecuada se entiende que la conducta de un sujeto causa un daño ambiental cuando, acorde a lo que en el caso ocurre normalmente y dentro de lo que es probable, regular o razonable que hubiera ocurrido o que señale que la conducta en cuestión  fue realmente determinable dentro de lo normal y razonable el insuceso. 

El carácter difuso del daño ambiental plantea dificultades para ubicar al causante del daño.  Suele ser difícil tanto la prueba del daño como de la causalidad.  Así, como lo destaca Cafferata (ob.cit., pág.  84) la contaminación es itinerante, cambiante, se difumina en el tiempo y en el espacio, no tiene límites geográficos, físicos, temporales ni personales.  Esto se ha denominado “dispersión del nexo causal” o “causalidad compleja”.  Frente a esta realidad se sostuvo (Besalú Parkinson, ob.cit., pág. 228) que sea cual fuere en estos casos la participación de alguien en la causa de este tipo de daños, debe responder por la totalidad aún cuando no se hubiere causado el todo. 

En materia de daño ambiental se ha entendido que se aplica la teoría de la diferencia de la concausalidad, considerando, por ejemplo, que el daño ambiental se debe resarcir aunque se manifieste sobre personas sensibilizadas por alguna enfermedad que poseyeran anteriormente. 

Además, el daño ambiental se caracteriza por un efecto expansivo, o sea, se logra ver su manifestación después de largos períodos.  Ello  nos ubica con frecuencia ante la figura del daño futuro pues el juez del hecho dañoso ocurrido puede inferir las consecuencias futuras ciertas.

Otra dificultad está en que  el daño ambienta, como ya se dijera, se puede expandir o propagarse a lugares muy distantes de aquel en el que se generó el perjuicio. 

Por otra parte, el daño ambiental, puede surgir de varias causas concurrentes, similares o sucesivas, teniendo difícilmente una única fuente,. 

En nuestro país no tenemos para estos casos normas que impongan un régimen de responsabilidad solidaria.  Por el contrario, el art. 1391 del C.C. establece que el principio de la responsabilidad en estos casos es el de la mancomunidad y la solidaridad sólo procede cuando existe un texto expreso que la autorice.  Sobre la improcedencia de la obligación in solidum de nuestro país ya nos pronunciamos (ver Derecho de Tránsito. T. III, Montevideo, 2009, pág.   ).

8.- Factor de atribución

Corresponde comenzar por señalar que en la práctica pueden darse distintos supuestos de responsabilidad.  Puede existir un vínculo contractual entre la víctima y el que daña.  Tal lo que sucede si, por ejemplo, se contrata un fumigador y por error en lugar de aplicar un remedio usa un producto inadecuado y afecta el terreno para los cultivos esperados. 

Si no media relación contractual y el daño proviene, por ejemplo, de la emisión de gases tóxicos, de radiación, por degradación del paisaje, etc., la responsabilidad se regula por el régimen general de la responsabilidad extracontractual, con las peculiaridades que expresamos a continuación. 

No existe en la normativa vigente norma que marque la objetividad de esta responsabilidad, como suele ocurrir en los regímenes jurídicos comparados. En términos generales, el art. 4 de la ley 16.466 estableció que el que cause la destrucción o contaminación del medio ambiente “será civilmente responsable”.  

Esta norma no nos habilita a objetivizar la responsabilidad por daño ambiental, estando la misma regulada por los principios generales (arts. 1319 y 1324 del C.C.).  En este mismo sentido se pronunció Berdaguer (“Daño colectivo” en Revista Crítica de Derecho Privado, n. 3 pág. 55) quien destaca si la amplitud de ciertas normas como el art. 11 de la ley 16.466 ya citado, que dispusieron la solidaridad de los titulares de actividades, construcciones u obras realizadas sin autorización o apartándose de las normas ambientales. En consecuencia, el régimen de responsabilidad es el general, como ya dijimos, previsto en los arts. 1324 y 1319 del C.C., completado con el deber constitucional (art. 47) de abstenerse de dañar al medio ambiente.  El texto ordena abstenerse de realizar cualquier acto que cause depredación, destrucción, contaminación grave al medio ambiente (en este mismo sentido tenemos el art. 3 de la ley 17.283).

Corresponde aclarar que la afectación al medio ambiente en perjuicio del medio ambiente es en sí un acto contrario al derecho de cumplirse las previsiones de la norma.  Pero, aún cuando el  daño sea lícito o provenga de actividades autorizadas administrativamente,  en ocasiones es posible exigir su reparación.

Cierto es que la contaminación o la afectación del medio ambiente se hacen con una cosa, sea ésta polución, humos, hollín, etc., lo que determina la aplicación en el caso del art. 1324 del C.C. que establece: “Hay obligación de reparar no sólo el daño que se causa por hecho propio sino también el causado por hecho de las cosas, por el hecho de las personas que se tienen bajo su dependencia, o por las cosas de que uno se sirve o están a su cuidado”.  Al final del artículo se establece: “La responsabilidad de que se trata en los casos de este artículo cesará cuando las personas en ellos mencionadas prueben que utilizaron toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño”. Esta norma establece una presunción de culpa de cargo del guardián de la cosa con la que se daña.  Así, en la responsabilidad en estos casos es subjetiva por hecho de las cosas, presumiéndose la culpa del que causó el daño ambiental.

9.- Responsabilidad por daños lícitos.

Es de destacar que en el ámbito del medio ambiente puede ocurrir que se den casos de responsabilidad por actos lícitos en los que se pone el acento más en el daño y la necesidad resarcitoria que en el carácter de la conducta del causante de dicho perjuicio.  

Comenzamos por señalar que existen ciertos niveles de tolerancia, sea en la contaminación o en la depredación, de los que surgen daños que no tienen relevancia resarcitoria.   Se consideran casos en los que no se llegó a la “gravedad” a que alude la Constitución de la República (art. 47) y, en consecuencia, en casos no tan graves el daño debe ser soportado o tolerado.   Recién pasados determinados niveles se entraría en lo ilícito culposo, pero entonces corresponde evaluar si no existe autorización administrativa en el proceder como para que de allí, aun cuando exista un daño grave, se pueda deducir la licitud del proceder.  Esta, de existir, determinaría que la conducta asumida se torne irreprochable pero, y aquí lo curioso del tema, ello no opera como causa de justificación como para eliminar necesariamente la obligación de resarcir en todos los casos. 

10.- Legitimación

A) Legitimación activa

El legitimado para accionar por el resarcimiento de estos daños es el titular del bien jurídico afectado.  En este sentido se puede afectar al titular del bien o a la colectividad misma.  En este último ámbito, cualquier persona de la colectividad que haya sido afectada, estaría legitimada para accionar. 

El art. 42 del C.G.P. legitima en forma indistinta al Ministerio Público, cualquier interesado, instituciones y asociaciones de interés social que garanticen la protección del interés comprometido.  

El MVOTMA, en el art. 6 de la ley 16.112, legitima a esta secretaría de Estado para accionar por la tutela de la protección del medio ambiente.  Para que el daño ambiental sea resarcido no es necesario probar la lesión de los derechos subjetivos del accionante, lo que por cierto no es fácil en este tipo de perjuicio.  Lo normal es que el fenómeno, por ejemplo, de contaminación ambiental, tenga efectos colectivos y que se encare la situación de un daño colectivo más que la existencia de un daño individualmente considerado. 

B) Legitimación pasiva.

En ocasiones no es simple determinar quién es el sujeto pasivo o el responsable de este tipo de daños y ello debido, a veces, a la densidad industrial que existe en ciertas áreas, o de la coexistencia de centros con posibles efectos contaminantes que se pueden cruzar entre sí.  Besalú Parkinson (ob.cit., pág.  254) advierte que, según los casos, la causalidad puede ser por acción conjunta o común, cuando varias empresas cooperan en el resultado; puede ser acumulativa o concurrente, cuando distintas empresas en forma independiente entran entre sí  producen el daño.  Por ejemplo, tirar agentes contaminantes al río.  

Además, la causalidad puede ser también disyuntiva o alternativa cuando el hecho aparece como atribuible a una u otra empresa en forma exclusiva.  Estas son formas de daños colectivos, tema estudiado oportunamente (ver n. …)

Debemos recordar que según el art. 11 de la ley 16.466 los titulares de las actividades construcciones u obras a ejecutar y los técnicos y profesionales intervinientes en su ejecución y dirección serán solidariamente responsables de los perjuicios ocasionados por la realización de quellas que no hubieren obtenido la autorización prevista en la ley así como por el apartamiento de las normas contenidas en los antecedentes que hayan dado mérito a su aprobación.

Existen casos puntuales de responsabilidad objetiva. Tal lo que sucede con el art. 90 del Código Rural al regular la responsabilidad por daños provocados en predios vecinos por incendios; o la responsabilidad por derrames de contaminantes en las aguas, que también es objetiva y solidaria (art. 10 de la Ley 16.688).  En concreto, en la disposición referida se establece: “Sin perjuicio de la multa que eventualmente pueda ser aplicable como consecuencia de la instrucción del sumario a que se hace referencia precedentemente, los propietarios o armadores de buques, explotadores de aeronaves, artefactos navales, instalaciones establecidas en tierra o de plataformas submarinas que hubieren ocasionado la contaminación, serán responsables en forma solidaria y objetiva, se hayan configurado o no las infracciones establecidas en los artículos respectivos de la presente ley, del pago de los gastos que por la limpieza de las aguas, resarcimiento de daños, o por cualquier otro servicio que como consecuencia del hecho haya debido realizar el Comando General de la Armada o cualquier otro organismo interviniente.  Las personas mencionadas serán asimismo responsables solidarias de las multas a que hubiere lugar”.

11.- Prevención del daño. Daño temido.

No podemos dejar de destacar la nota peculiar del derecho ambiental en lo que respecta a su finalidad preventiva o inhibitoria de daños ambientales.  Ella determina la necesidad de poder actuar antes de que se produzca el daño, y cuando éste puede ser inminente. El art. 1º de la ley 16.466 estableció como prioridad la prevención del impacto ambiental, y que el que daña debe hacer lo necesario para “recomponer” la situación.

El art. 16 de la Ley 17.283, con el fin de prevenir, confiere medios para una ejecución rápida de las sentencias en el tema, previendo la posibilidad de solicitar la imposición judicial de conminaciones económicas (astreintes).  Además, la tutela preventiva en materia ambiental surge de lo dispuesto en el art. 42 del C.G.P. ya referido.

Debemos tener presente que en el art. 11 de la ley 16.466 se ordenó que los titulares de actividades, construcciones u obras a ejecutar y los técnicos y profesionales intervinientes en la ejecución y dirección, serán solidariamente responsables de los perjuicios ocasionados. 

Está legitimado activamente para accionar por este daño quien represente al interés colectivo afectado, siendo de aplicación en el caso el art. 42 del C.G.P., que regula la tutela de los intereses difusos, legitimando para la defensa de estos intereses al «Ministerio Público, cualquier interesado y a las instituciones o asociaciones de interés social que, según la ley o a juicio del Tribunal, garanticen la adecuada defensa del interés comprometido».

Parte del tema de los intereses difusos, está en la protección del medio  ambiente con carácter general, y la posibilidad de que, a través de la afectación del mismo, se causen daños a un sinnúmero de personas.  La ecología es el estudio de las relaciones entre los seres vivos y su entorno.  Hoy está de moda la protección del medio ambiente, de los animales, de la vegetación, de todo el entorno, y particularmente la protección de la persona de los daños que se le causan por la contaminación.   

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente también está legitimado para accionar en protección de estos intereses (ley 16.112, art. 6).

La responsabilidad por daño al medio ambiente parte de una «afectación grave» al medio ambiente causada por la transgresión al deber de abstenerse de todo acto que cause depredación, destrucción o contaminación grave (art. 47 de la Constitución y Art. 3 de la ley 17.283). 
El término «grave» que califica al daño ambiental en la Constitución fue poco feliz y, en realidad, lo que quiere decir es que el daño tenga entidad o relevancia suficiente como para ser calificado jurídicamente resarcible.  No cualquier daño ambiental tiene relevancia a los efectos resarcitorios. 

La norma no sólo prohíbe dañar al medio ambiente sino también todo lo que cause impacto ambiental negativo o nocivo (art. 2 de la ley 16.426) , alterando las propiedades físicas, químicas, biológicas del medio ambiente, de la salud, seguridad o calidad de vida de la población; las condiciones estéticas, culturales o sanitarias del medio.

Evitar el impacto es un deber de prevención y no tanto de resarcimiento.  El art. 3 establece que el impacto que debe evitarse es el grave, término con relación al cual hacemos el mismo comentario que con lo dicho respecto del art. 47 de la Constitución.

En el art. 16 de la ley 17.283, bajo el título “Recomposición de oficio”, se establece: “cuando el responsable se demore o resistiere a dar cumplimiento a la recomposición, reducción o mitigación previstas en el art. 4 de la Ley 16.366 de 19 de enero de 1994, se podrá solicitar la imposición judicial de astreintes o hacerlo de oficio, siendo de cargo del infractor los gastos que ello ocasione”.

12.- Reparación “In Natura”

En el ámbito del daño ambiental la opción principal no es reparar en dinero sino la reparación in natura, o sea, la restauración del medio ambiente afectado tratando de que todo quede como estaba antes del daño.   Si la reparación in natura no es posible se podrá optar por una reparación en dinero, pero, como se dijo, la restauración es la única opción razonable desde el punto de vista económico y debe dársele la más alta prioridad.  Pero, como bien dice Besalú Parkinson (ob.cit., pág.  265) esta forma de reparación, en realidad, es relativa pues no siempre es posible en la realidad.  Por otro lado, es de aplicación el criterio de que si el costo de la restauración in natura es más alto que el beneficio esperado del medio ambiente afectado, debe aplicarse medidas alternativas correspondientes a un costo menor. 

Las reparaciones deben concederse siempre dentro de los límites de lo razonable y equilibrado.

El derecho ambiental propicia especialmente la denominada «reparación in natura», tendiendo a que el medio ambiente vuelva al estado en que se encontraba antes del daño. Por ello es de relevancia la recomposición. 

El art. 4 de la Ley 16.466 establece, precisamente, que el responsable del daño debe hacerse cargo de la recomposición del ambiente afectado si ello fuere materialmente posible. Si por el contrario, ello no es posible, debe hacerse cargo de las medidas tendientes a la reducción o mitigación.

Corresponde tener presente que el art. 16 de la Ley 17.283 señala que: “Cuando el responsable se demora o resiste al cumplimiento a la recomposición, reducción o mitigación del daño previstas en el art. 4 de la ley 16.466, podrá solicitar la imposición de astreintes, siendo ello de cargo del infractor. 

Los criterios de valoración de este daño pueden ser de distinta índole.  Por un lado, se puede evaluar el costo de lo que en el caso supone la restauración si ella es posible.  También se puede considerar el beneficio obtenido por el transgresor como consecuencia del daño causado. La gravedad de la conducta del infractor no debería tener incidencia en el monto resarcitorio dado que no tenemos previsto un régimen de daños punitivos, como ocurre en otros países para este tipo de situaciones. 

Esteve Pardo (ob.cit., pág.  116) destaca que una de las características de este daño está en que llegada la hora del resarcimiento no se busca tanto resarcir patrimonios personales sino recuperar el medio ambiente afectado. En esto el Tribunal tiene discrecionalidad para imponer, por ejemplo, una obligación de hacer tendiente a la restauración de lo afectado que puede incluso, encomendarse a un tercero exigiéndose al que causó el daño el pago de esta restauración.   El causante del daño se le exige pagar lo necesario para revertir la degradación o contaminación ambiental causada.

13.- Daño temido.

Hoy el concepto responsabilidad en el derecho ambiental no opera sólo con respecto al daño sino como respuesta al riesgo, uniendo la responsabilidad al riesgo y a la prevención, operando también en este ámbito la figura del daño temido ante el peligro claro e inminente de que se causará un daño en este ámbito. Cuando nos referimos a daños causados al ambiente, generalmente se traducen en el denominado daño colectivo, afectando a un grupo indeterminado de personas.

La Revolución Industrial fue la causa primordial de la contaminación del aire y de las aguas, unida a la Revolución Agrícola que agregó deshechos derivados del uso de insecticidas, malos olores, basura, sustancias radioactivas, etc.  Parte de la tutela de los intereses difusos está expresada en el contralor del medio ambiente y la protección de calidad de vida.  El medio ambiente condiciona la vida del ser humano que percibe con interés las consecuencias dañosas que para su propia subsistencia es susceptible de producir por devastamientos ecológicos que le impiden la utilización del agua, del aire, de la tierra, en fin, de todo aquello que es la vida misma de su entorno (Venini, «El Daño y los intereses difusos», en la obra Derecho de daños; t. II, p. 53 y ss.).

14.- Daño existencial (a la calidad de vida).

El derecho a la vida no se manifiesta sólo como un derecho a ser tutelado frente a agresiones directas de los demás individuos (delito de homicidio, lesiones), o a su preservación frente a los avances asfixiantes del Estado que se concretan en el reconocimiento de la libertad en sus más diversas manifestaciones, sino que actualmente ese derecho a la vida fluye ante las agresiones del medio ambiente, ya que directa o indirectamente, tarde o temprano, provocará un daño a la integridad psicofísica del ser humano. Se puede decir que el derecho a pedir a la judicatura amparo contra la depredación ecológica es un derecho subjetivo que amplía la posibilidad de daño que es posible causar al sujeto.  En la actualidad se usan indistintamente los términos daño ecológico o daño ambiental para individualizar este nuevo tipo de daño al que estamos haciendo referencia (Carlos Möller; “Responsabilidad por daño ecológico y Contaminación”, en La Responsabilidad, en Homenaje a Goldemberg, Buenos Aires, 1995, p. 435 y ss.).

Los daños que pueden derivar de la afectación del medio ambiente pueden tener proyecciones personales o patrimoniales.  Desde el punto de vista patrimonial, este tipo de perjuicio puede llegar a disminuir el valor venal de la propiedad, o bien el valor locativo, pues puede valer menos en el mercado por considerarse, por ejemplo, un padrón afectado por contaminación e incluso, en los hechos, puede ser menos productivo para su dueño porque la afectación incide directamente sobre las características del terreno. 

Si lo que se enfrenta es una contaminación acústica, ello afecta la paz, la tranquilidad que en ciertos casos no sólo causa padecimientos sino que afecta la calidad de vida de las personas.  Se afecta el derecho de la persona a la tranquilidad, intimidad familiar (serenidad familiar).

15.- Orden jurídico aplicable. 

Desde muchos años atrás se han dictado normas que refieren a la protección del medio ambiente.  Así, normas de protección a los parques (Leyes 8.172 y 9718); de protección a la fauna (Ley 9.471), el mismo Código de Aguas (Decreto Ley 14.859), la denominada “Ley de conservación de suelos y aguas” (decreto ley 15.239). En el caso de que una persona esté siendo afectada por daños del medio ambiente, es de aplicación el Art. 25.1 del Pacto de San José de Costa Rica (Ley 15.737) según el cual: «Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo... que le ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la Ley o la presente convención».

El art. 42 del C.G.P. tantas veces referido alude a la defensa del medio ambiente en forma expresa así como el art. 47 de la Constitución regula expresamente el tema al señalar: “la protección del medio ambiente es de interés general. Las personas deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación grave del medio ambiente.  La ley reglamentará esta disposición y podrá prever sanciones para los transgresores”.

Con la Ley 16.112, de 30 de mayo de 1990, se creó el ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, estableciéndose una política ambiental (art. 2).  Luego, la ley de presupuesto 16.170, de 28 de diciembre de 1990, le facultó a adoptar medidas tendientes a suspender o hacer cesar actos que afecten el medio ambiente (arts. 443 a 458).

En el año 1994 se aprueba la Ley 16.466, titulada de Protección al Medio Ambiente, contra cualquier tipo depredación, destrucción o contaminación.

Técnicamente, en esta ley es la primera vez que se alude a la regulación del impacto ambiental considerándolo como de interés general.

En la última reforma de la Constitución en 1994, en el artículo 47 de la Constitución se establece que la protección del medio ambiente es de interés general y existe el derecho de exigir su protección y el deber de abstenerse de realizar todo lo que cause depredación, destrucción, contaminación grave al medio ambiente.

El derecho a un ambiente sano es un derecho personalísimo y como tal es inalienable, intransferible, absoluto, inviolable (Goldemberg, «Daños a los derechos de la personalidad»,  en Derecho de Daños, Buenos Aires, 1984, Ed. La Rocca, pág. 319 y ss.).  

La ley 16.521 de 22 de octubre de 1991, aprobó el Convenio de Basilea sobre movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación. El decreto 435/94 regula la evaluación del impacto ambiental de plantas de tratamiento y disposición de residuos tóxicos y peligrosos.  Con el decreto 135/99 se reguló la materia de los residuos sólidos hospitalarios. Luego la Ley 17.220 del año 1999, prohíbe el ingreso de todo tipo de desechos peligrosos al país.

Por la ley 17.234 del 22 febrero del 2000 se declaró de interés general la creación y gestión de un sistema nacional de áreas naturales protegidas, como instrumento de aplicación de las políticas y planes nacionales de protección ambiental. El objetivo de esta ley (Art. 2) fue proteger la diversidad biológica y los ecosistemas, los hábitat naturales; custodiar objetos, sitios y estructuras culturales históricas y arqueológicas, entre otros aspectos
 

Posteriormente, la ley 17.849 regula, precisamente, la protección del ambiente contra las afectaciones derivadas de los envases diseminados en lugares inadecuados.

En la ley 17.775 se regula y controla la contaminación por plomo. En la ley 17.283 se decretó la protección del ambiente, de la calidad del aire, del agua, del suelo y del paisaje. En el Art. 2º de esta ley se establece el derecho a ser protegido en el medio ambiente; en el Art. 3º se dispuso que las personas físicas y jurídicas tienen el deber de abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación grave del medio ambiente.  La lesión del derecho de la persona a un ambiente saludable, parte de un daño a la salud individualmente considerado, pero en sentido amplio se lesiona un bien en general que es la salubridad del medio ambiente.  El bien inmediato tutelado es el medio ambiente, y a través de él, se tutela la salud de las personas.

16.- Sectores objeto de protección ambiental

A) Presentación del tema

En la actualidad se diferencian áreas concretas dentro de las que se analizan formas de protección ambiental a las que haremos alguna referencia. 

Estas áreas son: 

a) Áreas de recursos naturales: refiere a la tutela de los montes, recursos forestales, flora, fauna, aguas, costas y zonas húmedas; 

b) Contaminación ambiental, atmosférica o acústica; 

c) Referencia especial que se debe hacer a la contaminación por residuos peligrosos.

B) Protección del a naturaleza y sus recursos.

De lo que se trata aquí es de proteger los distintos recursos naturales: montes, forestación, aguas, costas, fauna, flora, espacios naturales.  Las sociedades de los siglos XX y XXI se caracterizan por ir consolidando una particular sensibilidad por el valor y necesidad de protección de los recursos naturales.  Aparece, por ejemplo, la tutela a los espacios forestales autóctonos, o la tutela a los caudales ecológicos. 

Aparece, en la fauna, la necesidad de proteger determinadas especies ante la posibilidad de su extinción. 

En todo esto surge el criterio del “desarrollo sustentable”, marcando la preocupación por lo que encontrarán las generaciones futuras, importando la imposición de ciertos límites en la utilización, por ejemplo, de los recursos forestales (gestión forestal sostenible).

Se protege la fauna silvestre, regulando, por ejemplo, las épocas en las que no es posible la caza de ciertos animales. 

Se tutelan las aguas considerándolas como un recurso natural vital, no sólo por la salud del hombre sino por el mantenimiento del equilibrio ecológico. 

C) Contaminación ambiental.

La era tecnológica e industrial trajo como problema la contaminación ambiental  que es atmosférica y consecuencia de las redes de saneamiento de aguas residuales mal reguladas. 

La pureza del aire es afectada por la combustión de los vehículos, el humo de las grandes actividades industriales, etc. Comienza  la preocupación por el daño a la denominada “capa de ozono” que avanza progresivamente y en forma cada vez más intensa en todo el planeta.

El proceso de contaminación viene afectando a todo el orbe, siendo necesario acuerdos internacionales para reducir la emisión de gases y su efecto invernadero, tratando de detener el proceso de cambio climático por el calentamiento.  A esto apuntó el denominado “Protocolo de Kyoto” del 12 de diciembre de 1997.  Es un acuerdo internacional por el que, sobre todo las grandes potencias, se obligaron a una reducción en la emisión de gases causantes del efecto invernadero, llevándolo a  un 5.2% respecto del nivel de 1990.

D) Otras modalidades de contaminación son la acústica, lumínica o electromagnética.

Esteve Pardo (ob.cit., pág. 264) destaca que en la actualidad se presenta al ruido; los excesos electromagnéticos y lumínicos como modernas formas de contaminación ambiental. 

a) El ruido como problema ambiental.
I. Contaminación acústica

El ruido en exceso afecta las condiciones de vida y eventualmente la salud de las personas. 

Es una realidad por todos sufrida el crecimiento del ruido urbano debido al incremento de agentes sonoros, a la concentración de la población y a la falta de conciencia sobre la necesidad de proteger a la persona de las agresiones graves que a veces se causan y sufren en forma inconsciente. 

Lamarque (Le droit contre le bruit, París, 1975, pág. 13) refiere al ruido como un sonido desagradable, desarmónico y molesto.  El ruido se presenta como una serie de ondas sonoras que varían en intensidad y frecuencia.  La intensidad diferencia a un sonido fuerte de otro que no lo es.  Se mide técnicamente en decibeles.  

La frecuencia es el número de vibraciones por segundo que causa este sonido.  Se denomina “hertzios” (Hz). El ser humano, como anota León Valle (La contaminación acústica, Alicante, 2004, pág. 8) puede distinguir frecuencias de 20 a 20.000 Hz.  Superada esta frecuencia se está ante un ultrasonido.  Según la frecuencia el sonido es grave o agudo. 

El ruido causa a la persona fatiga, angustia, insomnios, falta de rendimiento, cansancio.  Se estima que actualmente el 80% del ruido proviene del tránsito.  Tráfico y ruido se presentan como algo inseparable y muchos lo asumen como irreversible. 

ii.
El ruido ambiental. Concepto. 

El ruido es una inmisión frecuente que se concreta en un sonido agresivo, no querido, que causa una sensación auditiva desagradable, molesta, captada por el oído y transmitida al cerebro. 

La industria, los espectáculos públicos, el transporte terrestre y aéreo suelen ser sus principales causantes. 

Martín Mateo ( El ruido: una problemática social básicamente interdisciplinaria” en La responsabilidad civil y su problemática actual, pág. 528) aclara que ruido es el sonido que llega a una intensidad reflejada en decibeles (unidad de medida) no admitida por el orden jurídico.  Ciertos sonidos, como los musicales, en horas apropiadas, pero otros ruidos, al margen de todo subjetivismo, son insoportables y esencialmente dañinos cuando superan ciertos umbrales de tolerancia en decibeles.  El ruido se ha convertido en un grave problema sanitario pues afecta la salud y calidad de vida de un alto porcentaje de la población.  En la actualidad, ciertos códigos penales como el español (art. 525) incluyen la contaminación acústica como un tipo de delito contra el medio ambiente que se considera cometido al superar los niveles sonoros establecidos por las normas administrativas.  

El ruido, fuera de los niveles de tolerancia configura una agresión a la integridad psicofísica, a la intimidad, al bienestar y a la calidad de vida de los vecinos. 

Cossari  - Luna (“Los daños por contaminación acústica”, Revista de Responsabilidad Civil y Seguros, 2005, pág. 165) señala que según el “Libro Verde” de la Comisión Europea de 1966, el ruido ambiental causado por el tránsito y actividades ambientales y recreativas constituye uno de los principales problemas de Europa en términos de medio ambiente y es el origen de cada vez más quejas  Se constata que el 20% de los problemas de la Unión Europea, o sea, 80 millones de personas, están expuestas a soportar ruidos por r encima de los niveles de tolerancia. 

En la CEE se dictaron distintas directivas sobre el tema en especial la 2002/49 del Parlamento Europeo, de 25 de junio de 2002.  En ella se califica como ruido ambiental el sonido no deseado o nocivo, generado por la actividad humana en el exterior, incluido el ruido emitido por medios de transporte, emplazamientos industriales, etc. 

El efecto negativo en la salud producido por el ruido está en alterar el descanso, el sueño, operar como interferencia en la comunicación oral, puede causar pérdida auditiva, stress, hipertensión.

iii. Ley 17.852 de 16 de noviembre de 2004

En los últimos años se dictaron varias normas que refieren a la protección del medio ambiente, la calidad de vida y la coexistencia pacífica y armoniosa entre los ciudadanos.  El 16 de noviembre de 2004 se aprueba la ley 17.852 que tiene por objeto la prevención, vigilancia y corrección de las situaciones de contaminación acústica, con el fin de asegurar la debida protección a la población, a otros seres vivos y el ambiente contra la exposición al ruido.

En su art. 2º se dispone: “se entiende por ruido todo sonido que por su intensidad, duración o frecuencia implique riesgos, molestias, perjuicios o daños para las personas, para otros seres vivos o para el ambiente, o los que superen los niveles dictados por las normas.

Por contaminación acústica se entiende, a los efectos de esta ley, la presencia de ruidos, cualquiera sea su fuente que los origine, cuyos niveles superen los límites que establezca la reglamentación.

Se dispuso que “Queda prohibido emitir ruidos al ambiente en forma indirecta o directa por encima de los niveles o en contravención de las condiciones que establezca el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente.  No obstante, las autoridades departamentales o locales podrán establecer niveles sonoros con condiciones más restrictivas en el ámbito de su jurisdicción (art. 8).

En el art. 10, bajo el título “Actividades sociales” se dispuso: “en todas las actividades de carácter social, cotidianas, excepcionales, incluyendo las de tipo doméstico, no se podrá exceder los niveles sonoros y las condiciones admisibles que se establezcan.  Igualmente se aplicará a las campañas electorales, así como a las actividades políticas, sindicales, religiosas y de interés comunitario.  En ningún caso, las medidas que a estos efectos puedan tomarse por las autoridades podrán significar una restricción a las actividades citadas que se implementen.

Por último, es de destacar que llama la atención cómo, en el art. 14, bajo el título “Solidaridad”, se establece: “responderán solidariamente  quienes colaboren en la comisión de la infracción o la faciliten de cualquier forma”.  Esta norma, de alguna manera, viene a cambiar el criterio establecido en el art. 1331 del C.C., cuando dispone: “si un delito ha sido cometido por dos o más personas cada una de ellas responde solidariamente por el daño causado.  No es aplicable esta regla cuando el daño proviene de cuasidelito.  Su autores responderán proporcionalmente”.

Como se advierte, el criterio general es que la solidaridad sólo procede cuando se ha cometido un delito.  Cuando se está ante un cuasidelito se responde proporcionalmente en relación a la conducta de cada uno.  Este no ha sido el criterio del art. 14 que, por vía legal, estableció la solidaridad en los términos indicados. 

Valls («Daño por contaminación visual y auditiva”, en Daños, Ed. Rubinaal, Santa Fe, 1970), señala que el ambiente es un sistema integrado que tiene un punto natural de equilibrio. El hombre integra ese sistema y soporta separadamente la influencia de cada componente.  En el espacio se ve, se oye; en lo que se oye y se ve, las personas deben ser protegidas de posibles daños por ruidos molestos o perturbaciones de la tranquilidad existencial.

iv. Conclusiones

Lo importante del tema está en que del control de ruido depende el respeto de derechos esenciales de la persona como son el de su mismo bienestar e intimidad.  Además, se protege el domicilio frente a intromisiones sonoras irregulares.  El art. 11 de la Constitución de la República declara el hogar como sagrado e inviolable e implícitamente lo protege de toda agresión presentada como forma de inmisión de las que estamos estudiando. 

Como bien anotan Cossari – Luna (ob.cit., pág.  172) en este tema está en juego no sólo la lesión a la integridad psicofísica, la integridad de las personas, sino también el respeto debido al domicilio, como sagrado e inviolable, de inmisiones materiales e incluso inmateriales, como las que proceden de los ruidos, olores, procesos lumínicos al margen de la ley, etc. 

b) Contaminación lumínica

Dentro de las diversas formas de afectación al medio ambiente tenemos la contaminación lumínica.  Para entender esta forma de afectación debemos tener en cuenta que la calidad de vida abarca no sólo la salud sino también lo que permita su descanso, tranquilidad, disfrute del paisaje, etc.

El exceso de luz, en ciertos casos, como destaca Algarra Pratz (“Contaminación lumínica, intrusión lumínica y derecho civil”, en la obra La responsabilidad civil y su problemática actual, Madrid, 2007, pág. 1112) puede convertirse en una intromisión que nos dañe.

Esta contaminación lumínica supone la emisión de un flujo luminoso de fuentes artificiales nocturnas en intensidad, direcciones o rayos espectrales innecesarios para la realización de las actividades previstas en la zona en que se han utilizado las luminarias.  

La contaminación lumínica tiene incidencia en distintos aspectos, no sólo ambientales sino también sociales, culturales y económicos, y especialmente importan las repercusiones que puede llegar a tener en la salud de las personas: la mala iluminación o sobre iluminación puede: 

a)
producir efectos negativos en la seguridad; puede afectar la visión y generar riesgos de accidente; 

b)
puede significar un desperdicio energético innecesario; 

c)
puede afectar la fauna, la flora y el ecosistema en general; 

d)
la intrusión lumínica en el entorno doméstico puede generar trastornos de salud afectando el descanso y el ciclo vital.  La situación es grave si se piensa en viviendas ubicadas en lugares iluminados en exceso. 

c) Contaminación electromagnética

Esteve Pardo (ob.cit., pág. 272) señala que en la actualidad se percibe una nueva modalidad de contaminación que es la electromagnética por los efectos que la misma causa a la salud humana.  El problema se ha desencadenado a partir de la existencia de gran cantidad de antenas de base telefónica móvil. Las radiaciones electromagnéticas de estas antenas, según ciertos científicos, causan daños a quienes están próximos a ellas.  Se destacan casos de enfermedades cancerosas y linfomas en personas que habitaban en sus proximidades.  En este sentido, la recomendación 1999/519 del Consejo de la Comunidad Europea, aconseja limitar la exposición del público en general a campos electromagnéticos. 

En España, por el Real Decreto 1066/2001 de 28 de noviembre de 2001, se aprobó un reglamento que establece condiciones de protección del dominio público radio-electrónico. 

Angel Yagüez (“Una nueva forma de inmisión: los campos electromagnéticos. Lo tolerable y lo que no es”, obra homenaje a Bueres, Derecho Privado, Buenos Aires, 2001, pág. 1731) advierte el carácter de verdadera “alarma social” la existencia de informaciones que se han dado sobre los efectos de los campos electromagnéticos en la salud de las personas y a ello se debe sumar que, como advierte Bardassano (Bioelectromagnética, ciencia y salud, Madrid, 2000, pág. XIX) que ha ido creciendo notablemente la sensibilidad ante los problemas medioambientales y por ello ya no se trata solamente de la contaminación ambiental general, los ruidos, la iluminación excesiva, sino que preocupa el efecto de los campos electromagnéticos.  

En este campo, al igual que con los ruidos, la luz  y otros elementos que afectan la convivencia, existe un margen de tolerancia debida.  Estando a los aspectos técnicos y a lo que ha surgido de la recomendación de la Unión Europea 127/99, puede decirse que los campos electromagnéticos son radiaciones no ionizantes en el rango de frecuencia 0 Hz – 300 GHz.  Luego de ello y en cuanto ionizantes, pueden dañar.  Por ello no todo campo electromagnético daña y no es conveniente generar alarmas innecesarias. 

d) Contaminación de las aguas

El Estado debe prevenir la contaminación de las aguas controlando especialmente el saneamiento de aguas residuales.  La política de aguas del Estado debe ser especialmente cauta en el control de la contaminación por aguas residuales.  Ello exige un proceso de depuración o transformación que permite, en muchos casos, la reutilización del agua. 

Esteve Pardo (ob.cit., pág.  278) considera que la contaminación de las aguas supone la acción y efecto de introducir materias o formas de energía, o inducir condiciones en el agua que, de modo directo o indirecto, impliquen una alteración perjudicial de su calidad en relación con los usos posteriores que se le da, en atención a las exigencias propias de la preservación de la salud humana.  En el tema rige como principio general que queda prohibido, con carácter general, el vertido directo o indirecto de aguas o productos residuales que puedan contaminar las aguas, salvo que se cuente con autorización administrativa previa. 

17.- Residuos peligrosos 

A) Presentación del tema. 
El tratamiento de los residuos constituye un importante tema del derecho ambiental.  Por su efecto contaminante el tema de los residuos dejó de ser un tema privado e involucra actualmente el interés general.   La actividad económica e industrial genera gran cantidad de residuos peligrosos.   Así, las industrias químicas, metalúrgicas, textiles, papeleras, etc., generan este tipo de residuo que, de no adoptarse los tratamientos necesarios, pueden ser contaminantes y perjudiciales para la salud humana.

Michel Vinaxis (La responsabilidad civil por contaminación transfronteriza derivada de residuos, Santiago de Compostela , 2006, pág. 22) llega a sostener que en la actualidad el volumen de residuos peligrosos resulta tan elevado que las plantas de gestión o tratamiento no dan abasto para gestionar ni se dispone de terrenos para depositarlos.  

Lo grave está en que muchas veces estos residuos peligrosos terminan trasladándose de países desarrollados a los subdesarrollados.  Durante o al final del traslado de estos residuos peligrosos se puede causar grave contaminación transfronteriza, comprometiendo la responsabilidad tanto del que envía el traslado como del que traslada, o del que tira los residuos peligrosos donde no corresponde.  

La víctima de contaminación transfronteriza causada por residuos peligrosos tiene a su alcance el mecanismo dado por el derecho internacional público basado en la responsabilidad del Estado, y el mecanismo del derecho  internacional privado consistente en la interposición por parte de la víctima de una acción de responsabilidad civil extracontractual contra los sujetos y empresas responsables. 

Rinessi (“Responsabilidad por residuos peligrosos”, Obra homenaje a Bueres, Derecho Privado, Buenos Aires, 2001, pág. 1793) señala que encontrar una solución al problema de los desechos peligrosos es uno de los retos ambientales más difíciles de afrontar en el mundo de hoy. Todos los días se producen grandes cantidades de desechos con estructuras químicas cada vez más complejas, lo que supone cada vez mayores dificultades en el tratamiento del tema.

En un comienzo, por decreto 182/89 de 30 de mayo de 1989, se prohibió introducir en áreas correspondientes a la jurisdicción uruguaya cualquier tipo de desecho peligroso.  Luego, por la ley 16.221, de 22 de octubre de 1991, nuestro país aprobó el convenio de Basilea sobre el control transfronterizo de desechos peligrosos.

Como vimos, en nuestro país se aprobaron normas concretas que refieren a la regulación de residuos peligrosos. Primero se aprobó el convenio de Basilea del movimiento transfronterizo de desechos peligrosos. Luego la ley 17.220 de 22 de noviembre de 1999, reguló expresamente el tema. El artículo 3 define el desecho peligroso como la cosa que, por sus características químicas, físicas, biológicas, radioactivas, constituye un riesgo para la salud humana, animal, vegetal o para el medio ambiente. Así, el residuo es claramente una cosa peligrosa, y desechos significa que se refiere a algo no utilizado o sobrante del proceso de producción. El desecho puede o no ser peligroso. Lo peligroso es la cosa que puede causar daño a lo que la rodea, o sea, a seres vivos o a la misma naturaleza. Los residuos peligrosos pueden venir de: a) establecimientos asistenciales hospitalarios; b) de laboratorios clínicos; c) de lugares donde operan y producen residuos radioactivos.

Importa destacar que la ley referida identifica como delito penal (art. 9) introducir en zonas sometidas a la jurisdicción nacional desechos peligrosos, pudiendo ser castigado con 12 meses de prisión a 2 años de penitenciaría, estableciéndose multas de 1000 a 2000 U.R.

B) Concepto

Lorenzetti (“Responsabilidad por residuos peligrosos”, en La responsabilidad en homenaje a Goldemberg, Buenos Aires, 2005, pág. 448) definió el residuo peligroso como una cosa de la que se pueden derivar daños directos o indirectos a seres vivos o contaminación en el suelo, agua, atmósfera, en el ambiente en general. 

Forma parte de esta problemática el tratamiento que se debe hacer al residuo peligroso que se analiza en tres áreas: físico-química, biológica, térmica.  El objetivo es que los residuos pierdan su peligrosidad.  Se recurre a la neutralización de productos, aplicándose, según los casos, distintas medidas como agregar productos alcalinos o proceder a la incineración, etc. 

En la directiva 75/442 de la CE, art. 1, se define el residuo peligroso como cualquier sustancia u objeto del cual su poseedor se desprende o del que tenga la obligación de desprenderse en virtud de las disposiciones en vigor y que representan un riesgo para la salud o para el medio ambiente. 

En el art. 3 de la ley 17.220 se prevé: “Por desechos peligrosos se entiende aquellos desechos, cualquiera sea su origen, que por sus características físicas, químicas, biológicas o radiactivas, constituyan un riesgo para la salud humana, animal, vegetal o para el medio ambiente.  Sin perjuicio de otras categorías que puedan preverse en la legislación nacional, se incluyen, entre los desechos definidos en el párrafo anterior, además de los reactivos,  los comprendidos en las categorías enumeradas en el Anexo I del convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación, adoptado en Basilea, Suiza el 22 de marzo de 1989.

Las categorías de desechos considerados en el Anexo II del Convenio señalado  son incluidas también como desechos peligrosos.

C) Medidas de prevención

Al tema particularmente importante refiere el art. 6 de la ley 17.220 al establecer: “Cuando existan motivos para presumir que a través de un medio de transporte se pretende introducir ilícitamente desechos peligrosos, las autoridades competentes dispondrán las medidas preventivas adecuadas, que podrán incluir: a) la verificación de la carga del medio de transporte utilizado; b) la realización de pericias; c) La prohibición de descargar; d) las acciones administrativas y técnicas conducentes a la eficaz protección de la salud humana, animal, vegetal o del medio ambiente”. 

D) Gestión y control. 

La norma regula todo el proceso sobre la forma en que deben ser tratados estos residuos; como se acondicionan; recolectan; transportan, y cómo se realiza el tratamiento en el destino final. Se busca prevenir un daño al medio ambiente. Por los decretos 435/94 y 135/99 se reguló internamente todo el proceso de recepción y transporte, y tratamiento de residuos hospitalarios tendientes a reducir el volumen y toxicidad de éstos.

E) Responsabilidad por hecho de las cosas.

En estos casos, lo que interesa destacar es que respecto de estos desechos peligrosos existe un guardián que se sirvió de la cosa y que, si causó daño con ésta, está llamado a responder en atención a lo previsto por el Art. 1324 del C.C. El que utilizó o transformó o generó la cosa peligrosa, en principio es el guardián de la estructura y sigue siendo responsable de la misma aun cuando se desprenda de ella. El transportista responde por la guarda de la cosa peligrosa mientras la traslada, operando como guarda del comportamiento.

La peligrosidad de la cosa considerada residuo tóxico se califica por la posibilidad de dañar en forma directa o indirecta a seres vivos, al suelo o a la atmósfera.

Con la aplicación del artículo 1324 del C.C., lo que se hace, en definitiva, es presumir la culpa de quien opera con el residuo peligroso.

F) Sanciones

El orden jurídico considera una falta muy grave la manipulación oculta de residuos peligrosos y ello más aún cuando se advierte que proceden de otros países, eventualmente en perjuicio del nuestro.  

En este sentido el art. 7 de la ley 17.220 establece: “En caso de comprobarse la presencia de desechos peligrosos a través de las verificaciones que realicen las autoridades competentes, en ocasión del cumplimiento de sus funciones, éstas darán cuenta inmediatamente y en forma circunstanciada, al Poder Ejecutivo, del desecho que se pretende introducir al país, o que se hubiere introducido, así como de las personas físicas y jurídicas responsables de ello y de los agentes intervinientes. 

Una vez constatada la situación, el Poder Ejecutivo podrá adoptar medidas complementarias de carácter administrativo y técnico conducentes a la protección de la vida humana, animal, vegetal o del medio ambiente.  Según los casos, se podrá disponer el reembarco de los desechos, el tratamiento o la eliminación de acuerdo a los procedimientos que establezca la Dirección Nacional del Medio Ambiente.  El Poder Ejecutivo aplicará las sanciones que corresponda y, sin perjuicio de éstas, remitirá los antecedentes a la justicia competente cuando correspondiere. 

Los gastos que origine cualquiera de las operaciones de introducción señaladas en el presente artículo serán de cargo de la o las personas físicas o jurídicas responsables individual o solidariamente.

La responsabilidad por daños causados por residuos peligrosos parte de una cosa (residuo) con la que se daña y quien tiene la guarda de este bien es responsable por los daños que pueda causar. 

Se denomina generador a la persona física o jurídica que como resultado de sus actos o de cualquier proceso técnico o productivo produzca residuos calificados como peligrosos.  Para Lorenzetti (ob.cit., pág. 447) existe el denominado generador profesional y el generador eventual o accidental. O sea, el que genera residuos peligrosos en forma permanente y el que lo hace en forma esporádica. 

El generador es el propietario y responsable de lo que ocurre con esos residuos.  Como guardián del residuo peligroso, como ya dijimos, responde del daño por él causado dentro de lo previsto por el art. 1324 del C.C.

18.- Responsabilidad del Estado por daño ambiental.

Al Estado compete el control del medio ambiente y está dentro de sus deberes la custodia y protección del medio ambiente, el control de la calidad del aire, de las aguas, del suelo e incluso del paisaje.  Todo ello fue declarado de interés general por el art. 1 de la ley 17.283 que no hizo más que aplicar la política impuesta por el art. 47 de la Constitución de la República. 

En el art. 1 de la ley 17.283, al tiempo que se declara de interés general la protección del medio ambiente se le asigna al Estado la responsabilidad de velar por él, custodiando: A) la protección del medio ambiente, la calidad del aire, del agua, del suelo y del paisaje; B) la conservación de la diversidad biológica y de la configuración de la estructura de la costa; C) la reducción y el adecuado manejo de las sustancias tóxicas y  peligrosas y de los desechos cualquiera sea su tipo; D) La prevención, eliminación, mitigación y la compensación de los impactos ambientales negativos. E) La protección de los recursos ambientales compartidos y de los ubicados fuera de las zonas sometidas a jurisdicciones nacionales; F) La cooperación ambiental regional e internacional y la participación en la solución de los problemas ambientales globales.

Por su parte, ene l art. 4 de la misma ley se establece, bajo el acápite “Deber del Estado”, se establece: “Es deber fundamental del Estado y de las entidades públicas en general, propiciar un modelo de desarrollo ambientalmente sostenible, protegiendo el ambiente y, si éste fuere deteriorado, recuperarlo o exigir que sea recuperado”.

En definitiva, como establece el art. 5: “El objetivo de la presente ley general de protección del ambiente es, en cumplimiento del mandato previsto en el artículo 47 de la Constitución de la República, establecer previsiones generales básicas atinentes a la política nacional ambiental y a la gestión ambiental coordinada con los distintos sectores públicos y privados”.

Como se advierte, es la norma la que establece como deber fundamental el deber del Estado de proteger al medio ambiente y si ello no ocurre, él debe asumir la responsabilidad correspondiente como Estado. 

La responsabilidad del Estado en estos casos puede llegar a operar por omisión en la realización de los controles o previsiones necesarias para evitar la depredación, la contaminación o afectación injustificada del medio ambiente. 

Para que exista culpa por omisión se suele exigir que exista el deber legal de asumir una conducta que, pudiendo, no se efectivizó.  En el art. 1319 del C.C. se alude expresamente a la responsabilidad por omisión cuando se dice que el ilícito puede ser negativo o positivo según el deber infringido sea de hacer o no hacer. 

No impedir un resultado que se tiene el deber de evitar equivale a producirlo (art. 3 del C.P.).  Agregamos que esta responsabilidad se produce no sólo por tener el deber de prevenir el daño ambiental en términos generales sino que debe considerarse en cada caso si se debió evitar, si se pudo evitar y, en definitiva, si ello no ocurrió asumirse las responsabilidades correspondientes. 

19.- Doctrina de la Iglesia Católica respecto a la protección del medio ambiente. 

La tendencia a la explotación “inconsiderada” de los recursos de la creación es el resultado de un largo proceso histórico y cultural: “La época moderna ha experimentado la creciente capacidad de intervención transformadora del hombre.  El aspecto de conquista y de explotación de los recursos ha llegado a predominar y a extenderse y amenaza hoy la misma capacidad de acogida del medio ambiente.  El ambiente como “recurso” pone en peligro al ambiente como “causa”.  A causa de los poderosos medios de transformación que brinda la civilización tecnológica, a veces parece que el equilibrio hombre-ambiente ha alcanzado un punto crítico (Juan Pablo II, Discurso a los participantes del Congreso Internacional sobre Ambiente y Salud de 24 de marzo de 1997).

Una correcta concepción del medio ambiente, así, por una parte no puede reducir utilitariamente a la naturaleza a un mero objeto de manipulación y explotación, por otra parte, tampoco debe absolutizarla y colocarla, en dignidad, por encima de la naturaleza humana.  En este último caso se llega a divinizar la naturaleza y la tierra, como puede verse en algunos movimientos ecologistas que piden se otorgue un reconocimiento institucional  internacionalmente garantizado a sus ideas. 

El magisterio subraya la necesidad humana de preservar un ambiente íntegro y sano para todos.  “La humanidad de hoy, si logra conjugar las nuevas capacidades científicas con una fuerte dimensión ética, ciertamente será capaz de promover el ambiente como cosa y como recurso a favor del hombre y de todos los hombres; de eliminar los factores de contaminación, de asegurar condiciones de adecuada higiene y salud tanto para pequeños grupos como para grandes asentamientos humanos. La tecnología que contamina también puede descontaminar.  La producción que acumula también puede distribuir equitativamente, a condición de que prevalezca la ética del respeto a la vida, a la dignidad del hombre y a los derechos de las generaciones humanas presentes y futuras” (Juan Pablo II, Centesimus Annus, n. 40, ver Compendio de la Doctrina Social de la Iglesia, n. 461 y 465).

En la V Conferencia General de Aparecida, de mayo de 2007, en el numeral 473 se dispuso: “La riqueza natural de América Latina y el Caribe experimentan hoy una explotación irracional que va dejando una estela de dilapidación e incluso de muerte, para toda nuestra región.  En todo este proceso tiene una enorme responsabilidad el actual modelo económico que privilegia el desmedido afán por la riqueza por encima de la vida de las personas y los pueblos y del respeto racional a la naturaleza.  La devastación que nuestros bosques y de la biodiversidad mediante una actitud depredatoria y egoísta, involucra la responsabilidad moral de quienes la promueven, porque ponen en peligro la vida de millones de personas y en especial el hábitat de los campesinos e indígenas quienes son expulsados hacia las tierras de laderas y a las grandes ciudades para vivir hacinados en los cinturones de miseria.  Nuestra región tiene necesidad de progresar en su desarrollo agro industrial para valorizar la riqueza de sus tierras y sus capacidades humanas al servicio del bien común, pero no podemos dejar de mencionar los problemas que causa una industrialización salvaje y descontrolada de nuestras ciudades y del campo, que va contaminando al ambiente con toda clase de desechos orgánicos y químicos. Lo mismo hay que alentar respecto a las industrias extractivas de recursos que, cuando no proceden a controlar y contrarrestar sus efectos dañinos sobre el ambiente circundante, produce la eliminación de bosques, la contaminación de las aguas y convierten las zonas explotadas en inmensos desiertos. 

20.- Conclusión.

La tutela del medio ambiente constituye un desafío para toda la humanidad: se trata del deber común y universal de respetar un bien vivo (Juan Pablo II, Centesimus Annus, n. 40), destinado a todos, impidiendo que se puedan utilizar impunemente (animales, plantas…) como mejor apetezca según las propias exigencias.  Existe una gran responsabilidad en la época actual en cuidar lo que es riqueza de la humanidad presente y futura.  La responsabilidad de salvaguardar el medio ambiente, el patrimonio común del género humano, se extiende no sólo a las exigencias del presente sino también del futuro.  Es una responsabilidad de las generaciones presentes respecto a las futuras, una responsabilidad que incumbe a cada Estado y a la Comunidad Internacional toda.

El Derecho de Daños en el ámbito del derecho ambiental tiene aun mucho recorrido por transitar, pues en esta casuística queda claro que no alcanza con pretender la reparación de los daños causados a personas o bienes sino que, en realidad, de lo que se trata es de evitar la destrucción del medio ambiente.  Si, acorde a la visión tradicional la responsabilidad comienza cuando se comete el daño, no se está dando respuesta  a las necesidades reales del tema ambiental.  En ocasiones sale más barato reparar que prevenir, y aquí lo que importa realmente es prevenir y no tanto reparar.  Además, en la reparación se contemplan afectaciones personales o daños en bienes, pero no se considera, generalmente, el problema de la reestructuración del daño ecológico causado que, en muchos casos, podrá quedar sin resolver pues el afectado no suele invertir el dinero del resarcimiento en revertir el daño ecológico causado. 

Este enfoque en nuestro país dejó de ser un planteo meramente teórico para tener un respaldo normativo en el art. 1 lit. D de la Ley 17.283 que refiere, precisamente, al deber de prevención, mitigación, y compensación de los impactos ambientales relativos.  La puesta en funcionamiento de esta normativa causará, por tanto, cambios en la evolución de todo el Derecho de Daños.  El derecho a vivir en un ambiente sano tiene especial relevancia, pues, en realidad, es una proyección del derecho a la vida dentro de parámetros de calidad y tutela de todo lo que pueda traducirse en afectación de la salud y la integridad psicofísica de la persona. 

La protección del medio ambiente no es sólo un tema de interés particular sino de interés general.  El Estado es también responsable de velar por el respeto de este derecho esencial de la persona a vivir en un ambiente sano del que depende, incluso, valores tan esenciales como su propia vida e integridad psicofísica. 

21.- Jurisprudencia

1. El Tribunal ignora las reglas de derecho ambiental aplicables en el caso, ya que por los arts. 47 y 168 n. 1 de la Constitución, hoy se reconoce lo que puede denominarse “un orden público ambiental” cuya conservación, como todo orden público o actividad pública, deviene inherente y está asignada al Estado.  Y ese orden público ambiental resulta apuntalado por la Constitución, con un subsiguiente mandato imperativo y de prohibición, se impone un deber de abstención; se trata de un deber u obligación de no hacer, o de omitir acciones contrarias al medio ambiente.  La ley de Protección al Medio Ambiente ha establecido ciertos estándares jurídicos generales que vienen a conformar un piso por debajo del cual el derecho ambiental vigente nacional no tolera, repudia, todas aquellas conductas que allí se ubiquen (arts. 1, 2, 3 y 6 de la Ley 17.283 y Art. 2 de la Ley 16.466).  En el caso la responsabilidad infringida por el demandado ha sido evidente, configurándose la llamada responsabilidad-prevención.  Dicha responsabilidad trata de disminuir el riesgo (prevención), para que el daño indemnización no se produzca.  Se es responsable por el riesgo de la cosa o de la actividad riesgosa.  No se procura la compensación del perjuicio, sino que se está ante la búsqueda de la evitación, detención, neutralización o disminución del hecho depredatorio.  Esta nueva modalidad de responsabilidad civil, cuyo advenimiento se debe a la conjugación de los arts. 47 de la Constitución y leyes 16.466 y 17.283, no ha llegado a ser comprendida o distinguida por el Tribunal, lo que entraña una gravísima falencia. 

En el caso en cuestión se entendió, finalmente, que no era aplicable el Art. 47 de la constitución ni los arts. 2 y 3 de la Ley 16.466, y 4, 6 y 17 de la Ley 17.283, por entender que se habían desconocido los aspectos que refieren a la llamada responsabilidad-prevención. No resultó probado en autos que la contaminación del aire por el plomo constituyera una conducta ilícita atribuible al demandado, en este caso ANCAP. No se probó la transgresión del Art. 47 al no haberse verificado el deber negativo de abstención de la demandada, que sólo acaece en el caso de que la contaminación revista carácter de grave.  No toda emisión está prohibida por las normas, sino sólo aquellas que revistan ese carácter o sobrepasen los límites de  seguridad.  No toda degradación ambiental es antijurídica y por ello capaz de generar responsabilidad.  Todo acto de consumo genera daños ambientales; pero, en principio, estos daños no generan responsabilidad porque no son antijurídicos.  El derecho al ambiente no es absoluto y su protección tampoco. Jurídicamente la sociedad determinará cuáles son los daños admisibles mediante las respectivas normas.  Los conocimientos científicos y tecnológicos influyen en el nivel admitido en cada momento histórico.  Dentro de unos años, los actos de disposición permitidos por esta época serán muy probablemente antijurídicos.   

S.C.J., sent. 237/05 de 23.XI.05; L.J.U., t. 134, c. 15.271.

2. Se coincide con la argumentación formulada al deducir agravios en el sentido de que tanto el articulo 47 de la Constitución como la Ley 17.283, exigen la  nota de gravedad en los actos de contaminación del medio ambiente, y el que tal nota de gravedad no puede ser determinada con un criterio arbitrario, según el mero criterio del decidor, sino que lo grave es lo que excede a los límites prefijados por estándares legales, reglamentarios o técnicos en la materia. Pues bien, no surge de autos que la demandada (ANCAP) haya actuado en violación de límite alguno. Aún cuando se repute ilícito el comportamiento de la demandada, tampoco se advierte que en autos se haya logrado acreditar el nexo causal entre la contaminación por plomo en La Teja y la conducta de ANCAP.  Debe tenerse presente que es a partir de la existencia del niños contaminados por el plomo de La Teja que el Sr. Fiscal deduce su demanda.  De manera alguna puede descartarse la existencia de otras causas de contaminación, como por ejemplo la existencia de relleno de terrenos con materiales procedentes de fundiciones. Por esta razón se revocó la sentencia apelada y se desestimó la demanda.  T.A.C., 6to. Turno, sent. 273/04 de 3.XI.04 L.J.U., t. 131 caso 15.059.

3. Es preciso, además, no olvidar que el cuidado de las calles es competencia comunal (Art. 35 de la Ley 9.515).  En el caso fue precisamente la omisión de este aspecto respecto a la Rambla a orillas del Plata, que con el paso de los años se fue desmoronando con la erosión sin que la Intendencia tomara ninguna medida sobre el punto.  Como consecuencia de esta omisión fue que se produjeron los cambios en la configuración y estructura de la costa que son fundamentos de la demanda.  El Art. 35 referido señala que es cometido de las intendencias velar por la conservación de las playas marítimas y fluviales, así como de los pasos y calzadas de ríos y arroyos, haciendo y disponiendo que se hagan las plantaciones destinadas a defender los terrenos de la invasión de las arenas, y sanear las playas y defender las costas, evitando la destrucción de las zonas boscosas situadas en terrenos ribereños o adyacentes de propiedad municipal, que por su conformación hermoseen las costas o resulten defensivas para la conservación de las playas.  Se condenó al Estado por omisión de la administración municipal en la tutela ambiental impuesta por la ley orgánica municipal.  El monto resarcitorio del daño patrimonial se deberá liquidar teniendo en cuenta la efectiva desvalorización de los terrenos, y la Intendencia quedará obligada al 50% ya que la parte actora no se agravió al respecto. 

S.C.J., sent. 142/02 de 13.V.02, L.J.U., t. 127, c. 14.572.

4. Es clara la perturbación de la tranquilidad de la vida familiar durante el extenso lapso en el que, además del padecimiento derivado de tener que soportar ruidos como los tenidos por probados en el grado anterior, se debió acudir en reiteradas oportunidades a la autoridad municipal, determinando un menoscabo que ha de tenerse por demostrado. Los ruidos provenientes del funcionamiento de la fábrica lindera al domicilio de los actores importaron transgresión del derecho a un medio ambiente equilibrado, ya que los grandes golpes y vibraciones afectaron el descanso de los actores, y el permanente ruido imperante hizo que estuviera el menor tiempo posible en su domicilio, modificando por ello su estilo de vida.  Se estima el monto indemnizatorio por daño moral en la cantidad de 6.000 dólares. 

T.A.C. 3er. Turno, sentencia 189 de 18.IX.2002, A.D.C.U., t. XXXIII, c. 229.


5. Resulta inaceptable la defensa ensayada por la demandada al sostener en esta etapa que: “El disgusto de los actores por los malos olores puntuales felizmente solucionados desde mucho tiempo atrás, no provocó en éstos más que una sensación desagradable que no llegó a afectar ni la personalidad ni la vida de relación de los mismos”. Habiendo admitido anteriormente que “los malos olores que se produjeron pudieron haber generado disgusto, aprensión e ira en los actores”, pero desconociendo en esas sensaciones aptitud para provocar el daño moral. 

La Sala no comparte esta valoración sino que, por el contrario, considera que la permanente reiteración de las denuncias de los actores está pautando la significación altamente negativa que para ellos tenía la situación ambiental en la que estaban siendo obligados a vivir por la conducta negligente de la demandada que no daba solución definitiva al problema que ella había causado. 

Siendo indiscutible el derecho de todo ciudadano a desarrollar su vida en un medio ambiente saludable, y siendo indiscutible la correlativa obligación de todos sus conciudadanos a respetar ese derecho, resulta evidente que la demandada al imponer a los actores las consecuencias de su accionar, lesionó aquel derecho. 
Finalmente se condenó a la demandada a pagar 4000 dólares por daño moral, más los intereses.  T.A.C. 5to. turno, sent. 202/01, L.J.U., t. 125, suma: 125-019.

22. Anexo Normativo

A) Constitución de la República - Art. 47

“La protección del medio ambiente es de interés general.  Las personas deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación graves al medio ambiente. La ley reglamentará esta disposición y podrá prever sanciones para los transgresores. 

B) Ley Nº 16.466 - MEDIO AMBIENTE

DECLARASE DE INTERES GENERAL, LA PROTECCION DEL MISMO, CONTRA CUALQUIER TIPO DE DEPREDACION, DESTRUCCION O CONTAMINACION

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN:

Artículo 1º.- Declárase de interés general y nacional la protección del medio ambiente contra cualquier tipo de depredación, destrucción o contaminación, así como la prevención del impacto ambiental negativo o nocivo y, en su caso, la recomposición del medio ambiente dañado por actividades humanas.

Artículo 2º.- A los efectos de la presente ley se considera impacto ambiental negativo o nocivo toda alteración de las propiedades físicas, químicas o biológicas del medio ambiente causada por cualquier forma de materia o energía resultante de las actividades humanas que directa o indirectamente perjudiquen o dañen:

I.
La salud, seguridad o calidad de vida de la población.

II.
Las condiciones estéticas, culturales o sanitarias del medio.

III.
La configuración, calidad y diversidad de los recursos naturales.

Artículo 3º.- Es deber fundamental de toda persona, física o jurídica, abstenerse de todo acto que cause impacto ambiental que se traduzca en depredación, destrucción o contaminación graves del medio ambiente.

Artículo 4º.- Sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que señale la ley, quien provoque depredación, destrucción o contaminación del medio ambiente en violación de lo establecido por los artículos de la presente ley, será civilmente responsable de todos los perjuicios que ocasione, debiendo hacerse cargo, además, si materialmente ello fuere posible, de las acciones conducentes a su recomposición.

Cuando los perjuicios ocasionados por dicha violación sean irreversibles, el responsable de los mismos deberá hacerse cargo de todas las medidas tendientes a su máxima reducción o mitigación, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas, civiles o penales que pudieran corresponder.

Artículo 5º.- Sin perjuicio de los demás cometidos y facultades que le asigna la presente ley u otras normas legales, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente llevará un registro de los estudios de evaluación de impacto ambiental referidos a todas las actividades, construcciones u obras descriptos en el artículo siguiente, así como aquellos otros no mencionados específicamente y que, a juicio del citado Ministerio, puedan ser susceptibles de provocar un impacto ambiental de entidad.

Artículo 6º.- Quedan sometidas a la realización previa de un estudio de impacto ambiental las siguientes actividades, construcciones u obras, públicas o privadas:

A)
Carreteras, puentes, vías férreas y aeropuertos.

B)
Puertos, terminales de transvase de petróleo o productos químicos.

C)
Oleoductos, gasoductos y emisarios de líquidos residuales.

D)
Plantas de tratamiento, equipos de transporte y disposición final de residuos tóxicos o peligrosos.

E)
Extracción de minerales y de combustibles fósiles.

F)
Usinas de generación de electricidad de más de 10 MW, cualquiera sea su fuente primaria.

G)
Usinas de producción y transformación de energía nuclear.

H)
Líneas de transmisión de energía eléctrica de 150 KW o más.

I)
Obras para explotación o regulación de recursos hídricos.

J)
Complejos industriales, agroindustriales y turísticos, o unidades que, por su naturaleza y magnitud, puedan causar un impacto ambiental grave.

K)
Proyectos urbanísticos de más de cien hectáreas o en áreas menores consideradas de relevante interés ambiental a criterio del Poder Ejecutivo.

L)
Las que se proyectaren realizar en la faja de defensa costera definida por el artículo 153 del Código de Aguas.

M)
Aquellas otras actividades, construcciones u obras que, en forma análoga a las indicadas precedentemente, puedan causar impacto ambiental negativo o nocivo. El Poder Ejecutivo reglamentará esta disposición.

N)
El Poder Ejecutivo reglamentará los criterios mínimos de las actividades, construcciones u obras, a partir de los cuales se deberán realizar las evaluaciones de impacto ambiental.

La enunciación precedente es sin perjuicio de lo establecido por otras normas legales específicas referidas a esta materia, que seguirán vigentes.

Artículo 7º.- Para iniciar la ejecución de las actividades, construcciones u obras en las que estén involucradas cualesquiera de las situaciones descriptas en el artículo anterior, los interesados deberán obtener la autorización previa del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente el que requerirá el asesoramiento del o de los Ministerios o Gobiernos Departamentales que tuvieran que ver con dichas obras o trabajos. El Ministerio se expedirá dentro del plazo que fije la reglamentación.

Artículo 8º.- En cualquier momento durante la realización de una actividad, construcción u obra de las mencionadas en el artículo 6º, el Poder Ejecutivo podrá disponer, por resolución fundada, la suspensión de las mismas.

Artículo 9º.- La solicitud de autorización respectiva deberá ser realizada por el titular del proyecto a ejecutar, quien será responsable de dar cumplimiento a las exigencias dispuestas por la presente ley. Deberá adjuntar los estudios completos del proyecto, junto con los elementos que estime convenientes para su mejor análisis.

Artículo 10.- Los requisitos mínimos que deberá contener la solicitud de autorización serán los siguientes:

A)
La identificación del o de los propietarios del predio donde se ejecutará el proyecto, la identificación precisa del o de los titulares del mismo y de los técnicos responsables en su elaboración y ejecución.

B)
El proyecto suscrito por el o los técnicos designados, con la descripción detallada de su contenido, del espacio físico y entorno donde el mismo se emplazaría, junto con todos los detalles que posibiliten su consideración integral.

C)
La evaluación del impacto ambiental suscrita por el o los técnicos intervinientes.

D)
Un resumen del proyecto en términos fácilmente comprensible que contenga las particularidades esenciales del mismo, así como los efectos que de su ejecución puedan derivarse.

E)
Aquellos otros requisitos que pueda determinar la reglamentación.

Artículo 11.- Los titulares de las actividades, construcciones u obras a ejecutar y los técnicos y profesionales intervinientes en su ejecución y dirección, serán solidariamente responsables de los perjuicios ocasionados por la realización de aquellas que no hubieran obtenido la autorización prevista en la presente ley, así como por el apartamiento de las normas contenidas en los antecedentes que hayan dado mérito su aprobación.

Artículo 12.- El estudio de evaluación de impacto ambiental requerido por la presente ley, deberá ser suscrito por los técnicos intervinientes, uno de los cuales deberá ser técnico profesional universitario con idoneidad en la materia, que será responsable por los resultados de los estudio presentados.

No podrán intervenir ni suscribir estos estudios o evaluaciones de impacto ambiental a que se refiere el literal C) del artículo 10 de la presente ley los funcionarios del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente ni aquellos otros funcionarios públicos que disponga la reglamentación, por considerar que existe conflicto de intereses.

Artículo 13.- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial Medio Ambiente pondrá de manifiesto en sus oficinas el resumen del proyecto a que hace referencia el literal D) del artículo 10 de la presente ley, una vez que considere que el mismo corresponde al proyecto presentado. A tal fin, efectuará una comunicación mediante publicación en el Diario Oficial y en otro diario de circulación nacional, a partir de la cual correrá un plazo, que determinará la reglamentación, para que cualquier interesado pueda acceder a la vista del mismo y formular las apreciaciones que considere convenientes.

Artículo 14.- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá disponer la realización de una audiencia pública, cuando considere que el proyecto implica repercusiones graves de orden cultural, social o ambiental, a cuyos efectos determinará la forma de su convocatoria, así como demás aspectos inherentes a su realización, y en la que podrá intervenir cualquier interesado. En todos los casos, la resolución final corresponderá al Poder Ejecutivo.

Artículo 15.- Las informaciones que puedan configurar secreto industrial o comercial del responsable del proyecto serán mantenidas en reserva por la Administración.

Artículo 16.- Si el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente considerare que el proyecto provoca un impacto ambiental negativo o nocivo superior a los mínimos admisibles, deberá negar la autorización.

Artículo 17.- El Poder Ejecutivo podrá declarar objeto de estudio de impacto ambiental y disponer su realización por los responsables a aquellas industrias, obras o actividades, construcciones u obras existentes que produzcan alteraciones o emisiones contaminantes al medio ambiente, con la finalidad de aplicar en ellas las medidas paliativas de los efectos nocivos que pudieran ocasionar.

Artículo 18.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los ciento ochenta días siguientes a su promulgación. Dicha reglamentación deberá incluir especialmente los criterios a aplicar por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente relativos a la procedencia de los estudios previos de evaluación de impacto ambiental y los elementos básicos que necesariamente deberán contener los mismos, su forma de presentación, la tramitación y los plazos correspondientes.

    Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 3 de enero de 1994. LUIS A. HEBER,  Presidente. Horacio D. Catalurda,  Secretario. Montevideo, 19 de enero de 1994.

C) Ley Nº 17.283

DECLARASE DE INTERES GENERAL, DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN EL ARTICULO 47 DE LA CONSTITUCION DE LA REPUBLICA, QUE REFIERE A LA PROTECCION DEL MEDIO AMBIENTE

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN:

CAPITULO I

DISPOSICIONES INTRODUCTORIAS

Artículo 1º. (Declaración).- Declárase de interés general, de conformidad con lo establecido en el artículo 47 de la Constitución de la República:

A)
La protección del ambiente, de la calidad del aire, del agua, del suelo y del paisaje.

B)
La conservación de la diversidad biológica y de la configuración y estructura de la costa.

C)
La reducción y el adecuado manejo de las sustancias tóxicas o peligrosas y de los desechos cualquiera sea su tipo.

D)
La prevención, eliminación, mitigación y la compensación de los impactos ambientales negativos.

E)
La protección de los recursos ambientales compartidos y de los ubicados fuera de las zonas sometidas a jurisdicciones nacionales.

F)
La cooperación ambiental regional e internacional y la participación en la solución de los problemas ambientales globales.

G)
La formulación, instrumentación y aplicación de la política nacional ambiental y de desarrollo sostenible.

  A los efectos de la presente ley se entiende por desarrollo sostenible aquel desarrollo que satisface las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de generaciones futuras de satisfacer sus propias necesidades.

La presente declaración es sin perjuicio de lo establecido por las normas específicas vigentes en cada una de las materias señaladas.

Artículo 2º. (Derecho de los habitantes).- Los habitantes de la República tienen el derecho a ser protegidos en el goce de un ambiente sano y equilibrado.

Artículo 3º. (Deber de las personas).- Las personas físicas y jurídicas, públicas y privadas, tienen el deber de abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación graves del medio ambiente.

Declárase por vía interpretativa que, a efectos de lo establecido en el artículo 47 de la Constitución de la República y en la presente disposición, se consideran actos que causan depredación, destrucción o contaminación graves del medio ambiente, aquellos que contravengan lo establecido en la presente ley y en las demás normas regulatorias de las materias referidas en el artículo 1º. Asimismo, se entiende por daño ambiental toda pérdida, disminución o detrimento significativo que se infiera al medio ambiente.

Artículo 4º. (Deber del Estado).- Es deber fundamental del Estado y de las entidades públicas en general, propiciar un modelo de desarrollo ambientalmente sostenible, protegiendo el ambiente y, si éste fuere deteriorado, recuperarlo o exigir que sea recuperado.

Artículo 5º. (Finalidad).- El objetivo de la presente ley general de protección del ambiente es, en cumplimiento del mandato previsto en el artículo 47 de la Constitución de la República, establecer previsiones generales básicas atinentes a la política nacional ambiental y a la gestión ambiental coordinada con los distintos sectores públicos y privados.

CAPITULO II

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 6º. (Principios de política ambiental).- La política nacional ambiental que fije el Poder Ejecutivo se basará en los siguientes principios:

A)
La distinción de la República en el contexto de las naciones como “País Natural”, desde una perspectiva económica, cultural y social del desarrollo sostenible.

B)
La prevención y previsión son criterios prioritarios frente a cualquier otro en la gestión ambiental y, cuando hubiere peligro de daño grave o irreversible, no podrá alegarse la falta de certeza técnica o científica absoluta como razón para no adoptar medidas preventivas.

C)
Constituye un supuesto para la efectiva integración de la dimensión ambiental al desarrollo económico y social, la incorporación gradual y progresiva de las nuevas exigencias, sin que por ello deba reconocerse la consolidación de situaciones preexistentes.

D)
La protección del ambiente constituye un compromiso que atañe al conjunto de la sociedad, por lo que las personas y las organizaciones representativas tienen el derecho-deber de participar en ese proceso.

E)
La gestión ambiental debe partir del reconocimiento de su transectorialidad, por lo que requiere la integración y coordinación de los distintos sectores públicos y privados involucrados, asegurando el alcance nacional de la instrumentación de la política ambiental y la descentralización en el ejercicio de los cometidos de protección ambiental.

F)
La gestión ambiental debe basarse en un adecuado manejo de la información ambiental, con la finalidad de asegurar su disponibilidad y accesibilidad por parte de cualquier interesado.

G)
El incremento y el fortalecimiento de la cooperación internacional en materia ambiental promoviendo la elaboración de criterios ambientales comunes.

Los principios antes mencionados servirán también de criterio interpretativo para resolver las cuestiones que pudieran suscitarse en la aplicación de las normas y competencias de protección del ambiente y en su relación con otras normas y competencias.

Artículo 7º. (Instrumentos de gestión ambiental).- Constituyen instrumentos de gestión ambiental los siguientes:

A)
La presente ley, demás normas legales y reglamentarias, las normas departamentales y otras disposiciones de protección del ambiente, así como los instructivos, directrices o guías metodológicas que se dictaren.

B)
Los programas, planes y proyectos de protección ambiental.

C)
La información ambiental y la sensibilización, educación y capacitación ambiental.

D)
El establecimiento de parámetros y estándares de calidad ambiental.

E)
Las declaraciones juradas, la evaluación del impacto ambiental previa convocatoria de audiencia pública con arreglo y en los casos establecidos por los artículos 13 y 14 de la Ley Nº 16.466, de 19 de enero de 1994, y los procesos de autorización correspondientes.

F)
Los análisis y las evaluaciones de riesgo, las auditorías y certificaciones ambientales y el ordenamiento ambiental.

G)
El sistema de áreas naturales protegidas.

H)
Los planes de recuperación y recomposición de oficio que se aprueben.

I)
Los incentivos económicos y los tributos.

J)
Las sanciones administrativas y otras medidas complementarias.

K)
La organización institucional ambiental.

L)
El conjunto de Ministerios, Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y otros organismos del Estado, actuando coordinadamente.

El Poder Ejecutivo reglamentará la forma y condiciones en que se aplicarán por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente los instrumentos de gestión no contenidos en la presente ley ni en leyes específicas de protección del ambiente.

Artículo 8º. (Coordinación).- Corresponde al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, la coordinación exclusiva de la gestión ambiental integrada del Estado y de las entidades públicas en general.

Además de las competencias asignadas en forma específica a ese Ministerio, corresponderán al mismo todas aquellas materias ambientales, aun sectoriales, no asignadas legalmente a otra entidad pública.

Dicho Ministerio podrá delegar en autoridades departamentales o locales el cumplimiento de los cometidos de gestión ambiental, previo acuerdo con el jerarca respectivo y en las condiciones que en cada caso se determinen.

Artículo 9º. (Apoyo y asesoramiento).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente apoyará la gestión ambiental de las autoridades departamentales y locales y de las entidades públicas en general, especialmente mediante la creación y desarrollo de unidades o áreas ambientales especializadas dependientes de las mismas.

Los Gobiernos Departamentales podrán requerir el asesoramiento del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a efectos de la elaboración de normas referidas a la protección del ambiente.

Artículo 10. (Relacionamiento).- La competencia de las autoridades nacionales, departamentales y locales queda sujeta a lo establecido en el artículo 47 de la Constitución de la República y a lo dispuesto por la presente ley y las demás leyes reglamentarias del mismo.

Ninguna persona podrá desconocer las exigencias derivadas de normas nacionales o departamentales de protección y/o conservación ambiental, de igual jerarquía, dictadas en el marco de sus respectivas competencias, al amparo de normas menos rigurosas de los ámbitos departamentales o nacional, respectivamente.

Artículo 11. (Educación ambiental).- Las entidades públicas fomentarán la formación de la conciencia ambiental de la comunidad a través de actividades de educación, capacitación, información y difusión tendientes a la adopción de comportamientos consistentes con la protección del ambiente y el desarrollo sostenible.

A tales efectos, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente priorizará la planificación y ejecución de actividades coordinadas con las autoridades de la educación, las autoridades departamentales y locales y las organizaciones no gubernamentales.

Artículo 12. (Informe ambiental anual).- El Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, elaborará anualmente un informe nacional sobre la situación ambiental, que deberá contener información sistematizada y referenciada, organizada por áreas temáticas.

El mencionado informe será remitido por el Poder Ejecutivo a la Asamblea General, al Congreso de Intendentes y a los Gobiernos Departamentales.

Se dará amplia difusión pública y quedarán ejemplares del mismo en el Ministerio a disposición de los interesados.

Artículo 13. (Beneficios fiscales).- Facúltase al Poder Ejecutivo a incluir dentro del alcance del artículo 7º de la Ley Nº 16.906, de 7 de enero de 1998, lo siguiente:

A)
Los bienes muebles destinados a la eliminación o mitigación de los impactos ambientales negativos del mismo o a recomponer las condiciones ambientales afectadas.

B)
Mejoras fijas afectadas al tratamiento de los efectos ambientales de las actividades industriales y agropecuarias.

Artículo 14. (Medidas complementarias).- Para asegurar el cumplimiento de lo dispuesto en la presente ley y en las demás normas de protección del ambiente, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá:

A)
Dictar los actos administrativos y realizar las operaciones materiales para prevenir, impedir, disminuir, vigilar y corregir la depredación, destrucción, contaminación o el riesgo de afectación del ambiente.

B)
Imponer el tratamiento de los desechos o de las emisiones, cualquiera sea su fuente, así como el automonitoreo de los mismos por los propios generadores.

C)
Exigir la constitución de garantía real o personal suficiente a juicio de la Administración, por el fiel cumplimiento de las obligaciones derivadas de las normas de protección ambiental o por los daños que al ambiente o a terceros eventualmente se pudiera causar.

D)
Disponer la suspensión preventiva de la actividad presuntamente peligrosa, mientras se realicen las investigaciones para constatarla o los estudios o trabajos dirigidos a analizar o impedir la contaminación o afectación ambiental.

E)
Adoptar medidas cautelares de intervención de los objetos o del producto de la actividad presuntamente ilícita y constituir secuestro administrativo si así lo considera necesario, cuando según la naturaleza de la infracción pudiera dar lugar al decomiso de los mismos.

Artículo 15. (Sanciones).- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 6º de la Ley Nº 16.112, de 30 de mayo de 1990, en los artículos 453 y 455 de la Ley Nº 16.170, de 28 de diciembre de 1990 y en el artículo 4º de la Ley Nº 16.466, de 19 de enero de 1994, cuando corresponda la imposición de sanciones por infracción a las normas de protección del ambiente, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente podrá:

A)
Sancionar con apercibimiento cuando el infractor carezca de antecedentes en la comisión de infracciones de la misma o similar naturaleza y éstas sean consideradas como leves.

B)
En forma acumulativa con otras sanciones que correspondiera, cuando se trate de infracciones que no sean consideradas leves, proceder a la difusión pública de la resolución sancionatoria, la cual será a costa del infractor cuando se realice a través de la publicación en dos diarios de circulación nacional y uno del departamento donde se cometió la infracción.

C)
En forma acumulativa con otras sanciones que correspondiera, cuando se trate de infracciones que no sean consideradas leves, proceder al decomiso de los objetos o del producto de la actividad ilícita, así como de los vehículos, naves, aeronaves, instrumentos y dispositivos directamente vinculados a la comisión de la infracción o al tránsito de los objetos o productos, sin que resulte relevante el titular de la propiedad de los mismos.

  En los casos en que por distintas razones los objetos decomisados deban ser destruidos, el infractor podrá optar por hacerlo él mismo, según indicaciones y a entera satisfacción de la Administración o dejarlo a cargo de la misma, en cuyo caso los gastos en que se incurra serán de cargo del infractor.

  Cuando los decomisos efectivos resulten imposibles, se procederá al decomiso ficto a valores de plaza al momento de constatarse la infracción.

D)
Cuando se trate de infracciones que sean consideradas graves o de infractores reincidentes o continuados, disponer la suspensión hasta por ciento ochenta días de los registros, habilitaciones, autorizaciones o permisos de su competencia para el ejercicio de la actividad respectiva.

Además de las sanciones que correspondieran, cuando se trate de infracciones cometidas por entidades públicas, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente dará cuenta de la infracción al Poder Ejecutivo y a la Asamblea General.

Artículo 16. (Recomposición de oficio).- Cuando el responsable se demorare o resistiere a dar cumplimiento a la recomposición, reducción o mitigación previstas en el artículo 4º de la Ley Nº 16.466, de 19 de enero de 1994, se podrá solicitar la imposición judicial de astreintes o hacerlo de oficio, siendo de cargo del infractor los gastos que ello ocasione.

CAPITULO III

DISPOSICIONES ESPECIALES

Artículo 17. (Calidad del aire).- Queda prohibido liberar o emitir a la atmósfera, directa o indirectamente, sustancias, materiales o energía, por encima de los límites máximos o en contravención de las condiciones que establezca el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente.

A tales efectos, dicho Ministerio tendrá en cuenta los niveles o situaciones que puedan poner en peligro la salud humana, animal o vegetal, deteriorar el ambiente o provocar riesgos, daños o molestias graves a seres vivos o bienes.

Artículo 18. (Capa de ozono).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, como autoridad nacional competente a efectos de la instrumentación y aplicación del Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono (1985), aprobado por la Ley Nº 15.986, de 16 de noviembre de 1988, y del Protocolo de Montreal Relativo a las Sustancias Agotadoras de la Capa de Ozono (1987) y sus enmiendas, aprobado por la Ley Nº 16.157, de 12 de noviembre de 1990, establecerá los plazos, límites y restricciones a la producción, comercialización y uso de las sustancias que afectan la capa de ozono.

Artículo 19. (Cambio climático).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, como autoridad nacional competente a efectos de la instrumentación y aplicación de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (1992), aprobada por la Ley Nº 16.517, de 22 de julio de 1994, establecerá las medidas de mitigación de las causas y de adaptación a las consecuencias del cambio climático y, en forma especial, reglamentará las emisiones de los gases de efecto invernadero.

Cuando así corresponda, coordinará con facultades suficientes los cometidos y funciones de otras entidades públicas y privadas que tengan relación con lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo 20. (Sustancias químicas).- Es de interés general la protección del ambiente contra toda afectación que pudiera derivarse del uso y manejo de las sustancias químicas, incluyendo dentro de las mismas, los elementos básicos, compuestos, complejos naturales y las formulaciones, así como los bienes y los artículos que las contengan, especialmente las que sean consideradas tóxicas o peligrosas.

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente determinará, en virtud de la presente ley y de la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, las condiciones aplicables para la protección del ambiente, a la producción, importación, exportación, transporte, envasado, etiquetado, almacenamiento, distribución, comercialización, uso y disposición de aquellas sustancias químicas que no hubieran sido reguladas en virtud de los cometidos sectoriales asignados al propio Ministerio o a otros organismos nacionales.

En cualquier caso, dichos organismos incorporarán en sus regulaciones, en coordinación con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, disposiciones que aseguren niveles adecuados de protección del ambiente contra los efectos adversos derivados del uso normal, de accidentes o de los desechos que pudieran generar o derivar.

Artículo 21. (Residuos).- Es de interés general la protección del ambiente contra toda afectación que pudiera derivarse del manejo y disposición de los residuos cualquiera sea su tipo.

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -en acuerdo con los Gobiernos Departamentales, en lo que corresponda y de conformidad con el artículo 8º de esta ley- dictará las providencias y aplicará las medidas necesarias para regular la generación, recolección, transporte, almacenamiento, comercialización, tratamiento y disposición final de los residuos.

Artículo 22. (Diversidad biológica).- Es de interés general la conservación y el uso sostenible de la diversidad biológica, como parte fundamental de la política nacional ambiental y a los efectos de la instrumentación y aplicación del Convenio sobre Diversidad Biológica (1992), aprobado por la Ley Nº 16.408, de 27 de agosto de 1993.

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente establecerá medidas de identificación, seguimiento y conservación de la biodiversidad; así como asegurará la sostenibilidad de la utilización que de sus componentes se realice; y coordinará con facultades suficientes los cometidos y funciones de otras entidades públicas y privadas en materia de conservación y uso de las especies y sus hábitat.

Artículo 23. (Bioseguridad).- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de conformidad con la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo, dictará las providencias y aplicará las medidas necesarias para prevenir y controlar los riesgos ambientales derivados de la creación, manipulación, utilización o liberación de organismos genéticamente modificados como resultado de aplicaciones biotecnológicas, en cuanto pudieran afectar la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica y el ambiente.

Cuando así corresponda, coordinará con otras entidades públicas y privadas las medidas a adoptar respecto de otros riesgos derivados de tales actividades, pero relacionados con la salud humana, la seguridad industrial y laboral, las buenas prácticas de laboratorio y la utilización farmacéutica y alimenticia.

La introducción de organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología en las zonas sometidas a la jurisdicción nacional, cualquiera sea la forma o el régimen bajo el cual ello se realice, estará sujeto a la autorización previa de la autoridad competente. En tanto esa autoridad no fuera designada o cuando la introducción pudiera ser riesgosa para la diversidad biológica o el ambiente será competente el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente.

Artículo 24. (Otras normas).- Las materias contenidas en el artículo 1º de la presente ley y no incluidas en este Capítulo se regirán por las normas específicas respectivas.0

CAPITULO IV

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 25. (Inventario hídrico).- El Ministerio de Transporte y Obras Públicas y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente llevarán conjuntamente el inventario a que refiere el artículo 7º del Decreto-Ley Nº 14.859, de 15 de diciembre de 1978, responsabilizándose cada uno de ellos, por las áreas que respectivamente les corresponden como Ministerio competente a efectos de la aplicación del Código de Aguas.

Artículo 26. (Costas).- Declárase por vía interpretativa que, a efectos de lo dispuesto por los artículos 153 y 154 del Decreto-Ley Nº 14.859, de 15 de diciembre de 1978, en la redacción dada por los artículos 192 y 193 de la Ley Nº 15.903, de 10 de noviembre de 1987, se entiende:

A)
Por “modificación perjudicial a la configuración y estructura de la costa” toda alteración exógena del equilibrio dinámico del sistema costero o de alguno de sus componentes o factores determinantes.

B)
Por “expediente que se instruirá con audiencia de los interesados” la concesión de vista de las actuaciones a los interesados, en forma previa a la adopción de resolución, de conformidad con las normas generales de actuación administrativa y procedimiento en la Administración Central.

Artículo 27. (FONAMA).- Agrégase al artículo 454 de la Ley Nº 16.170, de 28 de diciembre de 1990, por el que se creó el Fondo Nacional de Medio Ambiente, los siguientes literales:

“F)
El importe de los decomisos fictos y del producido de la venta de los decomisos efectivos dispuestos por infracción a las normas de protección del ambiente.

G)
El producido de la imposición de astreintes, según lo previsto en el artículo 16 de la ley general de protección del ambiente”.

Artículo 28. (Cobro judicial).- Quedarán comprendidos en lo dispuesto por el artículo 455 de la Ley Nº 16.170, de 28 de diciembre de 1990, los gastos derivados de la imposición de sanciones por infracción a las normas de protección del ambiente y los gastos originados en la recomposición, reducción o mitigación de impactos ambientales de oficio o en la restitución de la configuración o estructura original de la faja de defensa de costas.

Las resoluciones firmes que los establecen, así como las que imponen multas, constituirán título ejecutivo. Será competente para su cobro, cualquiera sea el monto, el Juzgado Letrado de Primera Instancia correspondiente al domicilio del demandado, determinado según la fecha en que se hubiera dictado la resolución, salvo en el departamento de Montevideo, donde el turno se establecerá de acuerdo con las normas de procedimiento vigentes.

Cuando el demandado sea el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente serán competentes los Juzgados radicados en Montevideo.

Artículo 29. (Derogación).- Derógase el artículo 11 de la Ley Nº 16.112, de 30 de mayo de 1990.

    Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 15 de noviembre de 2000. WASHINGTON ABDALA,  Presidente. Horacio D. Catalurda,  Secretario.  Montevideo, 28 noviembre de 2000.

D) Ley Nº 17.220

PROHIBESE LA INTRODUCCION EN CUALQUIER FORMA O BAJO CUALQUIER REGIMEN EN LAS ZONAS SOMETIDAS A LA JURISDICCION NACIONAL, DE TODO TIPO DE DESECHOS PELIGROSOS

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN:

Artículo 1º.- Prohíbese la introducción en cualquier forma o bajo cualquier régimen en las zonas sometidas a la jurisdicción nacional, de todo tipo de desechos peligrosos.

Artículo 2º.- A los efectos de la presente ley se entiende por zonas sometidas a la jurisdicción nacional, toda zona terrestre -incluidas las zonas francas-, fluvial, marítima -incluida la plataforma continental- o del espacio aéreo en que la República ejerce, conforme al derecho internacional y la legislación interna pertinente, competencias o facultades relativas a la protección de la salud humana, animal, vegetal o del medio ambiente.

Artículo 3º.- Por desechos peligrosos se entiende aquellos desechos cualquiera sea su origen, que por sus características físicas, químicas, biológicas o radiactivas, constituyan un riesgo para la salud humana, animal, vegetal o para el medio ambiente.

Sin perjuicio de otras categorías que puedan preverse en la legislación nacional, se incluyen entre los desechos definidos en el párrafo anterior, además de los radiactivos, los comprendidos en las categorías enumeradas en el Anexo I del Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación, adoptado en Basilea (Suiza), el 22 de marzo de 1989.

Las categorías de desechos considerados en el Anexo II del Convenio señalado son incluidas también como desechos peligrosos.

Artículo 4º.- El Poder Ejecutivo, atento a la necesidad de proteger el medio ambiente y la salud humana, animal o vegetal, podrá impedir mediante resolución fundada, la introducción al país de desechos que, aun no estando caracterizados como peligrosos debido a su cantidad, volumen o composición, pueden convertirse en una amenaza para las condiciones de la calidad de vida en el país.

Artículo 5º.- Cuando existan motivos para suponer que un buque que navega por las aguas jurisdiccionales de la República intentaría realizar vertimientos de desechos peligrosos en dichas aguas, las autoridades competentes tomarán las medidas preventivas que estimen adecuadas e iniciarán los procedimientos legales pertinentes.

Artículo 6º.- Cuando existan motivos para presumir que a través de un medio de transporte se pretende introducir ilícitamente desechos peligrosos, las autoridades competentes dispondrán las medidas preventivas adecuadas que podrán incluir:

A)
La verificación de la carga del medio de transporte utilizado.

B)
La realización de pericias.

C)
La prohibición de descargar.

D)
Las acciones administrativas y técnicas conducentes a la eficaz protección de la salud humana, animal, vegetal o del medio ambiente.

Artículo 7º.- En caso de comprobarse la presencia de desechos peligrosos a través de las verificaciones que realizaren las autoridades competentes en ocasión del cumplimiento de sus funciones, éstas darán cuenta inmediatamente y en forma circunstanciada al Poder Ejecutivo, del desecho que se pretende introducir al país, o que se hubiere introducido, así como de las personas físicas o jurídicas responsables de ello y de los agentes intervinientes.

Artículo 8º.- Recibida la información circunstanciada a que refiere el artículo 7º, el Poder Ejecutivo podrá adoptar las medidas complementarias de carácter administrativo y técnico conducentes a la protección de la vida humana, animal, vegetal o del medio ambiente. Según los casos, se podrá disponer el reembarco de los desechos, el tratamiento o la eliminación de acuerdo con los procedimientos que establezca la Dirección Nacional del Medio Ambiente. El Poder Ejecutivo aplicará las sanciones que corresponda y, sin perjuicio de éstas, remitirá los antecedentes a la Justicia competente cuando correspondiere. Los gastos que origine cualquiera de las operaciones de introducción señaladas en el presente artículo serán de cargo de la o de las personas físicas o jurídicas responsables individual o solidariamente.

Artículo 9º.- El que introdujere en cualquier forma o bajo cualquier régimen en zonas sometidas a la jurisdicción nacional, los desechos peligrosos definidos en el artículo 3º de la presente ley, será castigado con doce meses de prisión a doce años de penitenciaría.

Son circunstancias agravantes especiales:

1)
Si del hecho resultare la muerte o la lesión de una o varias personas.

2)
Si del hecho resultare un daño al medio ambiente.

Artículo 10.- La persona jurídica que interviniere de cualquier manera en la introducción de los desechos descritos en el artículo 3º, será sancionada con una multa de 1.000 UR (mil unidades reajustables) a 10.000 UR (diez mil unidades reajustables).

    Sala de Sesiones de la Asamblea General, en Montevideo, a 30 de octubre de 1999. HUGO FERNANDEZ FAINGOLD, Presidente. Mario Farachio, Secretario. Montevideo, 11 de noviembre de 1999.

E) Ley Nº 17.775

PREVENCIÓN DE LA CONTAMINACIÓN POR PLOMO

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN:

Artículo 1º.- Se declara de interés general la regulación que permita controlar, en una forma integral, la contaminación por plomo.

CAPÍTULO I

DE LAS NAFTAS

Artículo 2º.- Se prohibe la comercialización, en el territorio nacional, a partir del 31 de diciembre de 2004, de naftas cuyo contenido total de plomo, supere los 13 mg/l (trece miligramos por litro).

Artículo 3º.- Aplícase a cualquier importación de naftas la misma limitación indicada en el artículo anterior, a partir de la vigencia de esta ley.

Artículo 4º.- Los vehículos nuevos que se comercialicen a partir de treinta días de la vigencia de la presente ley deberán estar equipados para funcionar con naftas, de acuerdo a lo indicado en los artículos 2º y 3º de esta ley.

CAPÍTULO II

DE LAS PINTURAS

Artículo 5º.- Se prohibe la fabricación e importación de pinturas arquitectónicas, también llamadas de uso decorativo o del hogar y obra, con contenido de plomo que exceda el nivel máximo que la reglamentación indique.

Artículo 6º.- Los envases de los productos que contengan plomo, deberán presentarse con las instrucciones en idioma español y en ellas se señalará el contenido de plomo y las indicaciones relacionadas con el uso cautelar del producto.

CAPÍTULO III

DE OTROS PRODUCTOS CON CONTENIDO DE PLOMO

Artículo 7º.- Se prohibe el uso de plomo en las tuberías y accesorios, soldaduras o fundentes, en la instalación o reparación de cualquier sistema de distribución de agua para uso humano, animal o de riego.

Se considera, a estos efectos, que una tubería y/o accesorio cumple dicho requisito si contiene menos del 8% (ocho por ciento) de dicho metal y una soldadura o fundente si su contenido del metal no es mayor al 0,2% (cero con dos por ciento) o si no tiene contacto con el agua.

Artículo 8º.- Se prohibe el uso de plomo en juguetes, así como en elementos naturalmente expuestos al contacto directo y potencialmente frecuente por parte de niños y adolescentes.

Artículo 9º.- Se prohibe la fabricación, importación o comercialización de alimentos envasados en recipientes que contengan plomo, salvo las excepciones de partes de plomo por millón establecidas en la reglamentación.

Artículo 10.- Todos los productos que contengan plomo deberán indicarlo en caracteres claramente legibles e impresos en rótulos en su parte externa, con la inclusión de la proporción correspondiente.

Artículo 11.- Se otorga un plazo de un año a partir de la publicación de esta ley, a todas las personas físicas o jurídicas que se vean afectadas por las disposiciones del presente Capítulo para adecuarse a sus requerimientos.

CAPÍTULO IV

DE LOS PROCESOS INDUSTRIALES Y DE LOS CAMINOS DEL PLOMO

Artículo 12.- Todas aquellas industrias que en sus procesos incluyan plomo y sus compuestos deberán ser relevadas por las autoridades competentes a nivel nacional y departamental, debiéndose llevar un registro público y nacional, el que será coordinado por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y ser especialmente controlados y monitoreados sus procesos, emisiones gaseosas, efluentes líquidos, y la gestión de sus residuos sólidos asociados, en sus diversas etapas.

Artículo 13.- Las empresas que comercialicen productos con plomo, deberán informar al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a las Intendencias Municipales sobre orígenes, depósitos, tránsitos y destinos de dichos productos, sin perjuicio de la aplicación de las demás normas nacionales y municipales que correspondan.

CAPÍTULO V

DE LOS SUELOS

Artículo 14.- Queda prohibido arrojar o depositar cualquier tipo de residuos que contengan plomo, por encima de los valores límites que fije la reglamentación, en terrenos o predios públicos o privados sin la correspondiente autorización que habilite para ello.

Artículo 15.- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en coordinación con las Intendencias Municipales, de acuerdo a las potestades que les confieren los artículos 8º y 21 de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000, deberá realizar un ordenamiento nacional de las zonas con riesgo de contaminación por plomo, disponiendo la obligatoriedad de análisis del suelo por parte de laboratorios competentes en los predios que así lo ameriten en las áreas relevadas.

CAPÍTULO VI

DE LAS BATERÍAS ACUMULADORAS ELÉCTRICAS

Artículo 16.- Todas las baterías de desecho conteniendo plomo deberán entregarse a sus respectivos fabricantes o importadores y/o a quienes hagan sus veces, a efectos de que procedan según lo que se establezca en la reglamentación pertinente.

Los tenedores de baterías de desecho que no accedan al circuito comercial formal deberán entregarlas en los lugares que las Intendencias y las Juntas Locales dispondrán.

El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en coordinación con las Intendencias Municipales y Juntas Locales, determinarán lugares para asegurar la recolección final de las baterías descartadas en condiciones de seguridad y de acuerdo con lo que establezca la reglamentación.

CAPÍTULO VII

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 17.- Las Intendencias Municipales y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, actuando coordinadamente, controlarán el debido cumplimiento de las especificaciones de la presente ley.

Artículo 18.- Cualquier infracción a la presente ley, a sus reglamentaciones y a las disposiciones que de ella se deriven, será sancionada de acuerdo a lo que establezcan las disposiciones nacionales y municipales correspondientes, debiendo los organismos actuantes comunicarse y coordinar las acciones, sin perjuicio de sus competencias específicas. En caso que se presuma que las acciones u omisiones puedan configurar una conducta delictiva, se denunciará además ante la Justicia competente.

Artículo 19.- El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Ministerio de Educación y Cultura, en coordinación con los Gobiernos Departamentales y los organismos de la enseñanza, realizarán campañas de información y prevención relativas a los contenidos de esta ley.

Artículo 20.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a su promulgación.

Artículo 21.- La presente ley es de orden público.

    Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 5 de mayo de 2004. LUIS HIERRO LÓPEZ,  Presidente. Mario Farachio, Secretario. Montevideo, 20 de mayo de 2004.

F) Ley Nº 17.852

CONTAMINACIÓN ACÚSTICA

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN:

CAPÍTULO I - Objeto y definiciones

Artículo 1º. (Objeto).- Esta ley tiene por objeto la prevención, vigilancia y corrección de las situaciones de contaminación acústica, con el fin de asegurar la debida protección a la población, otros seres vivos, y el ambiente contra la exposición al ruido.

Artículo 2º. (Ruido).- Se entiende por ruido todo sonido que por su intensidad, duración o frecuencia, implique riesgo, molestia, perjuicio o daño para las personas, para otros seres vivos o para el ambiente o los que superen los niveles fijados por las normas.

Artículo 3º. (Contaminación acústica).- Se entiende por contaminación acústica a los efectos de esta ley, la presencia en el ambiente de ruidos, cualquiera sea la fuente que los origine, cuyos niveles superen los límites que establezca la reglamentación.

CAPÍTULO II - Ámbito de aplicación

Artículo 4º. (Alcance).- Están sujetas a lo previsto en esta ley todas las actividades y emisores acústicos que produzcan contaminación acústica por ruido, sean de titularidad pública o privada.

Quedan comprendidos dentro del objeto de la presente ley los movimientos vibratorios que produzcan contaminación acústica.

CAPÍTULO III - Competencias

Artículo 5º. (Coordinación).- Corresponde al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, la coordinación de las acciones del Estado y de las entidades públicas en general, con relación al objeto de la presente ley.

A tales efectos, el asesoramiento al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y, por su intermedio, al Poder Ejecutivo, con participación de los distintos sectores involucrados en la materia, se cumplirá a través de la Comisión Técnica Asesora de la Protección del Medio Ambiente, prevista en el artículo 10 de la Ley Nº 16.112, de 30 de mayo de 1990.

Artículo 6º. (Atribuciones).- Además de las atribuciones asignadas por otras normas al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en particular le corresponde:

A)
Determinar los objetivos nacionales de calidad acústica asociados a los niveles de inmisión sonora, así como los estándares de emisión, que podrán ser distintos en función de las características del emisor acústico y del medio receptor.

B)
Establecer planes nacionales de reducción de la contaminación acústica en función de la política ambiental nacional o de compromisos o acuerdos regionales o internacionales.

C)
Promover el establecimiento de técnicas de referencia para el muestreo, medida, análisis y evaluación de la contaminación acústica y para la verificación y calibración de los instrumentos de medida.

D)
Incentivar la reducción de la contaminación acústica a nivel nacional, a cuyos efectos podrá establecer programas de ayudas y subvenciones para la investigación y desarrollo de tecnologías para la reducción de la contaminación acústica y mejoramiento de los métodos de medida, análisis y evaluación de la misma y de sus consecuencias.

E)
Incluir la prevención de la contaminación acústica en las políticas nacionales que se formulen en materia de gestión ambiental y territorial, promoviendo también su inclusión a nivel departamental y local.

F)
Colaborar con las autoridades departamentales y locales en la prevención y el control de la contaminación acústica y en el fortalecimiento institucional de las mismas en la materia.

G)
Fijar topes máximos de emisión sonora para los nuevos vehículos, equipos, máquinas, alarmas y demás artefactos emisores de ruido que se pongan a la venta y plantear un programa de reducción gradual de las emisiones que producen los que funcionan actualmente.

H)
Aplicar a los infractores de las normas nacionales de protección acústica, las sanciones y medidas complementarias previstas en el artículo 6º de la Ley Nº 16.112, de 30 de mayo de 1990, y en el artículo 453 de la Ley Nº 16.170, de 28 de diciembre de 1990, así como en las disposiciones de la Ley Nº 17.283, de 28 de noviembre de 2000, sin perjuicio de las facultades de otros organismos nacionales en la materia.

I)
Las demás que se le atribuyen por otras disposiciones, con la finalidad de instrumentar la política nacional ambiental que fije el Poder Ejecutivo.

Artículo 7º. (Autoridades departamentales y locales).- Corresponde a las autoridades departamentales y locales el ejercicio de las competencias que, relacionadas con la presente ley, tengan atribuidas por la Constitución de la República o la ley y, en particular, las siguientes:

A)
Establecer la zonificación acústica de las áreas sujetas a su jurisdicción, incluyendo la delimitación de zonas de protección sonora en las mismas.

B)
Otorgar permisos a las actividades emisoras de sonidos y realizar los contralores y monitoreos necesarios para el control de tales actividades, de conformidad con lo que establezcan las normas departamentales o locales en la materia y, sin perjuicio de lo dispuesto por las normas nacionales aplicables.

C)
Aplicar a los infractores de las normas departamentales o locales de protección acústica, las sanciones correspondientes.

CAPÍTULO IV - Niveles sonoros admisibles y prohibiciones

Artículo 8º. (Prohibición).- Queda prohibido emitir ruidos al ambiente, en forma directa o indirecta, por encima de los niveles o en contravención de las condiciones que establezca el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente.

No obstante, las autoridades departamentales o locales podrán establecer niveles sonoros o condiciones más restrictivas en el ámbito de su jurisdicción.

Artículo 9º. (Establecimientos y maquinarias).- Tratándose de establecimientos que ocupen trabajadores, sean asalariados dependientes o por cuenta propia, se aplicarán las normas en la materia, estando sujetos al contralor del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, sin perjuicio de las facultades que a otros organismos correspondan.

En tales establecimientos se prohíbe el funcionamiento de maquinarias, motores y herramientas sin las debidas precauciones necesarias para evitar la propagación hacia el ambiente, de ruidos que sobrepasen los niveles sonoros admisibles.

Los ruidos producidos por máquinas, equipos o herramientas industriales, rurales, comerciales o de servicios, se evitarán o reducirán, primero en su emisión y, sólo de no ser ello posible, en su propagación.

Artículo 10. (Actividades sociales).- En todas las actividades de carácter social, cotidianas o excepcionales, incluyendo las de tipo doméstico, no se podrá exceder los niveles sonoros y las condiciones admisibles que se establezcan. Igual limitación será aplicable a las campañas electorales, así como a las actividades políticas, sindicales, religiosas y de interés comunitario.

En ningún caso las medidas que a esos efectos puedan tomar las autoridades, podrán significar una restricción a las actividades citadas precedentemente.

Artículo 11. (Difusión publicitaria).- La difusión publicitaria de cualquier naturaleza con amplificadores o altavoces, fijos o móviles, tanto desde el interior de los locales como en la vía pública, debe tener autorización del organismo competente, de acuerdo a la normativa aplicable.

Artículo 12. (Vehículos).- Queda prohibido el uso de bocinas o sirenas de automotores, naves y aeronaves, salvo razón de peligro inminente, a excepción de los vehículos de policía, ambulancias, bomberos y de otras instituciones cuando por necesidad justificada deban utilizarlas.

También se prohíbe la circulación en la vía pública de vehículos de tracción mecánica que sobrepasen los niveles sonoros admisibles o que estén desprovistos de sistemas de atenuación acústica adecuados y en buen estado de funcionamiento.

El parque vehicular existente deberá ajustarse progresivamente al cumplimiento de las reglamentaciones que se establezcan de conformidad con la presente ley.

CAPÍTULO V - Otras disposiciones

Artículo 13. (Tranquilidad pública).- En caso de actividades extraordinarias o no permanentes, que emitan ruidos que perturben la tranquilidad o el orden público, la Policía Nacional o la Prefectura Nacional Naval estarán en la obligación de ejercer acción inmediata para hacer cesar o impedir tales emisiones.

Ello, sin perjuicio de la imposición de las sanciones administrativas o penales que correspondieren.

Artículo 14. (Solidaridad).- Responderán solidariamente con los que causen ruido quienes colaboren en la comisión de la infracción o la faciliten en cualquier forma.

Artículo 15 . (Cooperación).- A los efectos de la aplicación de las acciones a nivel nacional, departamental y local, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, estará facultado para celebrar convenios de cooperación con otras entidades públicas o autoridades departamentales o locales.

Asimismo, en tales casos para la ejecución de los programas de prevención y control contra la contaminación acústica y otros aspectos de interés común vinculados con la misma, como para la realización de inspecciones y mediciones, la imposición y el cobro de multas, se establecerán las contrapartidas correspondientes.

    Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 16 de noviembre de 2004. LUIS JOSÉ GALLO IMPERIALE 4to. Vicepresidente. Horacio D. Catalurda,  Secretario. Montevideo, 10 de diciembre de 2004.

G) Ley Nº 18.564

CONSERVACIÓN, USO Y MANEJO ADECUADO DE LAS AGUAS

NORMAS

El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay, reunidos en Asamblea General,

DECRETAN:

Artículo 1º.- Sustitúyese el artículo 2º del Decreto-Ley Nº 15.239, de 23 de diciembre de 1981, por el siguiente:

“ARTÍCULO 2º.- Todas las personas tienen la obligación de colaborar con el Estado en la conservación, el uso y el manejo adecuado de los suelos y de las aguas.

  Los titulares de explotaciones agropecuarias, cualquiera sea su vinculación jurídica de los mismos con el inmueble que les sirve de asiento, o tenedores de tierras a cualquier título, quedan obligados a aplicar las técnicas que señale el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca para evitar la erosión y la degradación del suelo o lograr su recuperación y asegurar la conservación de las aguas pluviales.

  De constatarse el incumplimiento en la aplicación de las técnicas aludidas en el inciso anterior, erosión o degradación del suelo, esa Secretaría de Estado, a través de la División Servicios Jurídicos, aplicará las sanciones establecidas en la normativa vigente y en todos los casos será solidariamente responsable el propietario del predio”.

Artículo 2º.- La División Servicios Jurídicos del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, en el ejercicio de sus potestades sancionatorias desconcentradas, cuando se trate de incumplimiento a las normas que regulan el uso y el manejo de los suelos y de las aguas, podrá aplicar las siguientes sanciones:

A)
Multa que será fijada entre 10 UR (diez unidades reajustables) y 10.000 UR (diez mil unidades reajustables).

  En caso de que la misma sea aplicada contra un propietario de inmuebles que no lo estuviere explotando en forma directa, a los efectos de la graduación de la multa se tendrá en cuenta la conducta de éste en relación al control que hubiere efectuado en cuanto al manejo de los suelos y de las aguas.

B)
Suspensión por hasta un año de habilitaciones, permisos o autorizaciones para la actividad respectiva.

Artículo 3º.- En los contratos que se otorguen a partir de la vigencia de la presente ley por los cuales una de las partes se obliga a conceder a otra el uso y el goce de un predio rural con destino a cualquier explotación agropecuaria, las partes podrán establecer una cláusula en la cual se estipule que se depositará una suma de dinero en el Banco de la República Oriental del Uruguay, la cual servirá de garantía a efectos de cubrir una eventual multa por el mal manejo del uso de suelos y aguas a que se alude en el literal A) del artículo 2º de la presente ley.

El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones del presente artículo.

Artículo 4º.- Quedan derogadas todas las normas que tácita o expresamente contravengan la presente ley.

    Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 27 de agosto de 2009. ROQUE ARREGUI Presidente. José Pedro Montero,  Secretario. Montevideo, 11 de setiembre de 2009.

�	Áreas naturales protegidas.


La ley 17.234 de 2 de febrero de 2000, creó el Sistema Nacional de Áreas Protegidas consideradas como las zonas territoriales, continentales, insulares o marinas, representativas del ecosistema del país  que por sus valores ambientales, históricos, culturales o paisajísticos deben ser conservados como patrimonio de la nación.


En el art. 3 de esta ley se distinguieron 4 categorías de áreas protegidas: a) la relativa a los parques naturales, b) lo que se considera como monumento natural; c) los paisajes protegidos; d) áreas protegidas por la flora o la fauna existente.





